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Radicación	Interna:	 2021-098-00	
Radicación	Tyba:	 85001310400120210005200	
Asunto:	 Acción	de	Tutela	
Accionante:	 Guillermo	Alarcón	Morales		
Accionados:		 Procuraduría	Regional	de	Casanare,	Ministerio	del	Interior	

y	Gobernación	de	Casanare	
Vinculados:	 Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil-	Aguazul	Casanare		

y	Martha	Johana	Moreno	Fonseca	Alcaldesa	de	Aguazul		
Asunto:	 Fallo	de	primera	instancia	
Derechos	 fundamentales	
invocados:	

Debido	Proceso	y	participación	Democrática.		

	
Yopal-Casanare,	cinco	(05)	de	octubre	de	dos	mil	veintiuno	(2021).		
	

I.-	ASUNTO	A	DECIDIR.	
	
Entra	 el	 despacho	 a	 decidir	 lo	 que	 en	 derecho	 corresponda	 respecto	 de	 la	 acción	 de	 Tutela	
promovida	 por	Guillermo	Alarcón	Morales,	 en	 contra	 de	 la	 Procuraduría	Regional	 de	 Casanare,	
Ministerio	 del	 Interior	 y	 la	 Gobernación	 de	 Casanare	 e	 igualmente	 donde	 fueron	 vinculados	 la	
Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil	–	Aguazul	Casanare	y	Martha	Johana	Moreno	Fonseca	en	
calidad	 de	 Alcaldesa	 del	 Municipio	 de	 Aguazul	 -	 Casanare,	 con	 la	 que	 se	 pretende	 obtener	 la	
protección	los	derechos	fundamentales	al	Debido	Proceso	y	la	Participación	Democrática.	
	

II.-	IDENTIDAD	DEL	ACCIONANTE.	
	

Se	trata	de	GUILLERMO	ALARCON	MORALES	,	mayor	de	edad,	identificado	con	cédula	de	ciudadanía	
74.754.793	expedida	en	Aguazul,	quien	señala	como	dirección	de	notificaciones	Km	9	Vía	Aguazul	-
Mani,	 cancha	 Moriche	 vereda	 Sabanales	 celular	 3123540672,	 correo	 electrónico	
alaruiyciasencalaruiyciasenc@gmail.com.	
	

III.	IDENTIDAD	DE	LAS	ACCIONADAS	Y	VINCULADAS.	
	

Procuraduría	Regional	de	Casanare,	en	cabeza	de	YUMIL	EDUARDO	ÁLVAREZ	CASTRO,	cuya	
sede	se	encuentra	ubicada	en	la	calle	7	No.	22-85	barrió	San	Martín	Piso	1	de	la	ciudad	de	Yopal	
teléfono	 6358754	 y	 quien	 recibirá	 notificaciones	 al	 correo	 electrónico	
regional.casanare@procuraduría.gov.co.	
	
Ministerio	del	Interior	(Ministro.	DANIEL	PALACIOS	MARTINEZ),	ubicado	en	la	carrera	8	12B-
31	 de	 la	 ciudad	 de	 Bogotá	 D.C.	 y	 quien	 recibirá	 notificaciones	 a	 través	 del	 correo	 electrónico	
Notificacionesjudiciales@mininteriore.gov.co.	
	
Gobernación	 de	 Casanare,	 representada	 por	 SALOMÓN	 SANABRIA	 CHACÓN	 en	 calidad	 de	
Gobernador,	pero	en	el	presente	caso	representado	por	Luis	Robert	Heredia	en	calidad	de	Jefe	de	la	
Oficina	Asesora	Jurídica	del	Departamento	de	Casanare	y	quien	recibirá	notificaciones	en	la	carrera	
20	 No.	 8	 –	 02	 piso	 5,	 oficina	 de	 Defensa	 Judicial,	 de	 la	 ciudad	 de	 Yopal	 Casanare	 o	 al	 correo	
electrónico	defensajudicial@casanare.gov.co.	
		
Registraduría	 Nacional	 del	 Estado	 Civil	 –	 Aguazul	 Casanare,	 Representada	 por	 YAIMER	
ALEJANDRO	 CASTRO	ARANAT,	 quien	 recibirá	 notificaciones	 en	 la	 carrera	 21	 No.	 9-50	 Barrio	
Sevilla	 de	 la	 ciudad	 de	 Aguazul-Casanare,	 teléfono	 6382480,	 correo	 electrónico	
aguazulcasanare@registraduria.gov.co.	
	
Alcaldía	del	Municipio	de	Aguazul	–	Casanare,	Representada	por	MARTHA	JOHANA	MORENO	
FONSECA,	 en	 calidad	 de	 alcaldesa	Municipal,	 quien	 tiene	 como	 dirección	 de	 notificaciones	 Las	
notificaciones	serán	recibidas	en	la	calle	11	No.	11–	35	piso	3,	despacho	del	palacio	municipal	de	la	
ciudad	 de	 Aguazul	 Casanare	 o	 a	 los	 correos	 electrónicos:	 notificaciones_judiciales@Aguazul-
casanare.gov.co	y	despacho@casanare.gov.co.	
	

IV.	HECHOS	QUE	MOTIVAN	LA	TUTELA.	
	
Señala	el	accionante	que,	mediante	oficio	emitido	por	el	Ministerio	de	salud,	fechado	del	07	de	abril	
de	2021,	le	informa	al	Registrador	Delegado	en	lo	electoral,	que	le	corresponde	a	la	registraduría	
Nacional	del	estado	Civil	como	a	los	diferentes	comités	que	adelanten	el	proceso	de	recolección	de	
firmas,	aplicar	las	medidas	de	bioseguridad.	
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Luego	el	27/05/2021	se	solicita	a	la	registraduría	la	inscripción	de	la	revocatoria	del	mandato	de	
la	alcaldesa	de	Aguazul.	
	
El	03/06/2021	la	registraduría	Nacional	del	Estado	Civil	de	Aguazul,	mediante	la	resolución	No.	
001	se	reconoce	el	promotor	/	vocero	de	la	iniciativa	de	revocatoria	del	mandato	y	se	inscribe	el	
Comité	Promotor.	
	
El	27/06/2021	el	Concejo	Nacional	Electoral,	emite	auto	convocando	a	audiencia	pública	dentro	del	
procedimiento	de	revocatoria	del	mandato	de	 la	alcaldesa	Municipal	de	Aguazul	Martha	 Johana	
Moreno	Fonseca.	
	
El	28	de	junio	de	2021	se	lleva	a	cabo	la	audiencia	pública	del	trámite	de	revocatoria,	donde	se	
escucha	a	 las	partes,	donde	se	acordó	que	en	15	días	hábiles	 les	darían	 lo	correspondiente	a	 la	
recolección	de	apoyos	que	hasta	la	fecha	no	se	ha	cumplido,	así	como	tampoco	se	han	entregado	los	
formularios	ni	la	respectiva	resolución.	
	
El	06/07/2021	la	registraduría	nacional	del	estado	civil	de	Aguazul,	mediante	oficio	dirigido	a	la	
alcaldesa	Martha	Johana	Moreno	Fonseca	le	ordena	emitir	un	pronunciamiento	sobre	los	posibles	
impedimentos	para	ejercer	el	control	y	vigilancia	de	los	protocolos	de	bioseguridad	de	los	comités	
promotores	de	la	revocatoria.			
	
El	16/07/2021	La	Alcaldesa	Municipal	manifiesta	su	impedimento	en	el	marco	del	procedimiento	
de	entrega	de	formularios	de	recolección	de	firmas	de	apoyos-proceso	de	revocatoria	de	mandato	
y	solicita	se	acepte	la	casual	de	conflicto	de	intereses	y	como	consecuencia	se	remita	a	la	presidencia	
de	la	república	a	fin	de	que	se	asigne	un	alcalde	ad-hoc	del	municipio	de	Aguazul	–	Casanare.	
	
El	29/07/2021	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare,	aceptó	el	impedimento	manifestado	por	la	
Alcaldesa	de	Aguazul	Martha	Johana	Moreno	Fonseca	y	envía	copia	de	las	diligencias	al	Ministerio	
del	Interior	a	fin	de	que	se	nombre	el	alcalde	ad-hoc,	sin	que	hasta	la	fecha	se	haya	pronunciado.	
	

	V-	PRETENSIONES.	

1. 	Se	 tutelen	 sus	 derechos	 fundamentales	 invocados,	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 antigüedad	 del	
trámite	–	120	días.	
	

2. Se	ordene	a	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare,	Ministerio	del	Interior	y	al	Gobernador	de	
Casanare,	 resolver	de	 fondo	el	 impedimento	presentado	por	 la	alcaldesa	del	Municipio	de	
Aguazul	que	permitan	materializar	los	derechos.	
	

3. Se	ordene	a	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare,	Ministerio	del	Interior	y	al	Gobernador	de	
Casanare,	nombre	el	 funcionario	o	dependencia	ad-hoc	de	 la	alcaldesa	para	que	ejerza	el	
control	 y	 vigilancia	 de	 los	 protocolos	 se	 bioseguridad	 debido	 a	 las	 medidas	 sanitarias	
decretadas	por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social.	
	

VI.-	PRUEBAS.	
	

1.-	Aportadas	por	el	accionante:	

Con	el	escrito	de	tutela	el	accionante	anexó:	

1. Carta	de	solicitud	de	revocatoria	de	la	alcaldesa	de	Aguazul.	

2. Copia	de	la	resolución	No.	001	del	03/06/2021.	

3. Copia	de	la	citación	para	notificación	del	04/06/2021.	

4. Copia	del	auto	fechado	del	21/06/2021	del	Concejo	Nacional	Electoral.	

5. Copia	del	radicado	e-2021	376390	de	la	Procuraduría	manifestando	el	 impedimento	de	la	
alcaldesa.	

6. Link	de	la	audiencia	de	trámite	de	la	revocatoria	de	la	alcaldesa	de	Aguazul	–	Casanare.	

2.	Por	parte	de	la	accionada	Procuraduría	Regional	de	Casanare	

Con	la	respuesta	de	la	tutela	anexo	los	siguientes	documentos:	

1. Copia	 del	 oficio	 903	 del	 02	 de	 agosto	 de	 2021,	 dirigido	 a	 la	 Oficina	 Asesora	 Jurídica	 del	
Ministerio	del	Interior	junto	con	la	correspondiente	constancia	de	envío	a	través	de	correo	
electrónico.	
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2. Copia	 de	 la	 constancia	 de	 envío	 a	 la	 alcaldesa	 de	 Aguazul	 del	 auto	 de	 aceptación	 del	
impedimento.	

3.	Municipio	de	Aguazul.	

Con	la	respuesta	a	la	Tutela	adjuntó	copia	del	auto	con	radicado	No.	E-2021-376390	de	fecha	16	de	
julio	 de	 2021,	 emitido	 por	 la	 Procuraduría	 Regional	 Casanare,	 donde	 resolvió	 aceptar	 el	
impedimento	 planteado	 por	 la	 servidora	 MARTHA	 JOHANA	 MORENO	 FONSECA,	 alcaldesa	 del	
municipio	de	Aguazul	–	Casanare.	

VII.-	ANTECEDENTES	PROCESALES.	
	
Asignada	por	reparto	la	demanda	de	Tutela	en	referencia,	mediante	auto	del	14/09/2021,	se	ordena	
remitir	a	la	oficina	de	apoyo	judicial	de	Yopal,	para	que	proceda	al	reparto	en	debida	forma.	
	
Mediante	auto	fechado	del	21/09/2021,	el	Honorable	Tribunal	Superior	declara	la	incompetencia	y	
ordena	devolverlo	al	Juzgado	de	origen.	
	
Mediante	auto	del	22	de	septiembre	de	2021,	el	Despacho	admite	la	presente	acción	Constitucional,	
vinculando	a	la	Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil	del	Municipio	de	Aguazul	y	a	la	Alcaldesa	de	
Aguazul	Martha	Johana	Moreno	Fonseca,	corriéndoles	en	traslado	la	demanda	para	que	dentro	del	
término	de	dos	días	la	contesten	en	ejercicio	del	derecho	de	contradicción	y	defensa	que	legalmente	
les	asiste.	

VIII.-	RESPUESTA	DE	LAS	ACCIONADAS	Y	VINCULADAS.	
	

1. GOBERNACION	DE	CASANARE.	
	

LUIS	ROBERT	HEREDIA	en	calidad	de	Jefe	de	la	Oficina	de	Defensa	Judicial,	da	respuesta	a	la	Tutela	
indicando	que	ninguno	de	los	hechos	le	es	imputable	al	Departamento	de	Casanare.	
	
Indica	que	el	departamento	no	ha	recibido	petición	u	oficio	alguno,	de	donde	se	pudiera	considerar	
una	omisión,	dado	que	no	existe	norma	que	le	imponga	deberes	al	departamento	dentro	del	trámite	
de	impedimento	o	recusación	de	los	alcaldes,	dado	que	esta	potestad	está	en	cabeza	de	la	Procuraduría,	
motivo	por	el	cual	el	departamento	se	opone	a	la	prosperidad	de	la	acción	de	tutela	en	su	contra	por	
falta	de	 legitimación	en	 la	causa	por	pasiva,	adicionalmente	el	nombramiento	de	alcalde	ad	hoc	es	
competencia	exclusiva	de	la	Presidencia	de	la	República,	Oficina	Asesora	Jurídica	del	Ministerio	del	
Interior.	
	
Señala	que	no	se	le	ha	solicitado	al	departamento	por	ninguna	autoridad	la	postulación	de	alguna	hoja	
de	vida	para	el	respectivo	nombramiento.	
	
Excepciona	la	falta	de	legitimación	en	la	causa	por	pasiva	por	cuanto	no	existe	hecho	alguno	señalado	
por	 los	 accionantes	 que	 vinculen	 por	 omisión	 o	 extralimitación	 de	 funciones	 al	 departamento	 de	
Casanare,	 así	 como	 tampoco	 existe	 norma	 jurídica	 que	 le	 imponga	 al	 departamento	 el	 deber	 del		
nombramiento	de	alcalde	Ad	hoc.	
	

2. 	PROCURADURÍA	GENERAL	DE	LA	NACIÓN.	
	

BLANCA	CECILIA	CHAPARRO	BARRERA	en	calidad	de	apoderada	de	la	Procuraduría	General	de	la	
Nación,	 da	 respuesta	 a	 la	Tutela,	 indicando	que	mediante	 auto	 del	 29	 de	 julio	 de	 2021,	 aceptó	 el	
impedimento	 planteado	 por	 MARTHA	 JOHANA	 MORENO	 FONSECA,	 en	 calidad	 de	 alcaldesa	 del	
Municipio	de	Aguazul,	y	ordenó	el	envío	del	auto	junto	con	los	anexos	al	Ministerio	del	Interior-	Oficina	
Asesora	Jurídica	a	fin	de	que	resolviera	respecto	de	la	designación	del	alcalde	ad	hoc	del	municipio	de	
Aguazul,	respecto	de	los	tramites	de	vigilancia	y	control	de	las	medias	de	bioseguridad	en	la	entrega	
de	formularios	de	recolección	de	apoyo	a	la	iniciativa	de	revocatoria	del	mandato	de	la	actual	alcaldesa,	
cuyos	 documentos	 fueron	 enviados	 a	 través	 del	 correo	 electrónico	
notificacionesjuridiales@mininterior.gov.co.	el	02	de	agosto	de	2021.	
	
Sostiene	que	no	se	le	puede	endilgar	a	la	Procuraduría	afectación	alguna	a	los	derechos	fundamentales	
del	accionante,	por	cuanto	dentro	del	término	legal	aceptó	la	existencia	del	impedimento	y	procedió	a	
darle	 el	 trámite	 ante	 el	 Ministerio	 del	 Interior	 Oficina	 Asesora	 Jurídica	 para	 que	 dentro	 de	 sus	
facultades	 designe	 el	 alcalde	 ad	 hoc	 de	 acuerdo	 a	 los	 hechos	 y	 al	 impedimento	 planteado	 por	 la	
mandataria	municipal,	 tal	como	lo	ha	expresado	la	Sala	de	Consulta	y	Servicio	Civil	del	Concejo	de	
Estado	respecto	a	 las	competencias	administrativas	para	designar	alcalde	ad	hoc	por	impedimento	
aceptado	por	la	Procuraduría	a	través	del	concepto	del	03	de	febrero	de	2015	dentro	del	expediente	
11001-03-06-000-2015-00006-00	
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Por	las	razones	antes	expuestas	solicita	desvincular	a	la	Procuraduría	Regional	del	presente	trámite	
constitucional.	
	

3. 	REGISTRADURIA	NACIONAL	DEL	ESTADO	CIVIL.		
	
LUIS	 FRANCISCO	 GAITÁN	 PUENTES,	 en	 calidad	 de	 Jefe	 de	 la	 Oficina	 Asesora	 Jurídica	 de	 la	
Registraduría	 Nacional	 del	 Estado	 Civil,	 da	 respuesta	 a	 la	 tutela	 señalando	 que	 la	 Registraduría	
Municipal	reconoció	el	comité	Promotor	y	el	21	y	28	de	junio	se	convocó	para	la	audiencia	pública	
requerida,	pero	a	la	fecha	no	se	han	entregado	los	formularios	de	recolección	de	apoyos.	
	
Considera	que	en	el	presente	caso	la	acción	de	Tutela	resulta	improcedente	para	la	protección	de	los	
derechos	presuntamente	vulnerados,	tendiendo	en	cuenta	que	las	funciones	de	la	RNE,	dado	que	la	
entidad	con	las	acciones	desplegadas,	se	encaminan	a	que	la	ciudadanía	ejerza	sus	derechos	políticos	
con	plenas	garantías.	
	
Luego	de	hacer	una	extensa	y	exhaustiva	compilación	de	las	normas	respecto	de	la	revocatoria	del	
mandato,	señala	que	una	vez	verificado	el	cumplimiento	de	los	requisitos	el	registrador	de	Aguazul	
expidió	 la	 resolución	 reconociendo	 al	 vocero	 del	 comité	 promotor,	 inicialmente	 correspondería	
entregar	el	formulario	de	recolección	de	apoyos,	sin	exceder	el	termino	de	15	días,	sin	embargo,	hay	
dos	actuaciones	que	aumentan	los	plazos:	
	
La	primera,	derivada	de	lo	ordenado	por	la	Corte	Constitucional	de	Unificación	SU-077	de	2018,	el	
desarrollo	de	una	audiencia	pública	en	la	que	el	mandatario	pueda	ejercer	su	derecho	de	contradicción	
y	la	ciudadanía,	a	su	vez,	pueda	informarse.	Para	reglamentar	esta	garantía,	la	Organización	Electoral	
expidió	la	Resolución	No.	4073	del	2020,	para	que	dentro	de	los	mismos	quince	(15)	días	se	convoque	
y	se	lleve	a	cabo.	Sobre	este	punto,	la	revocatoria	del	mandato	iniciada	por	el	ACCIONANTE	tuvo	lugar	
dentro	del	plazo	estipulado.	
	
	La	segunda	actuación	que	se	ha	sumado	a	la	revocatoria	del	mandato,	y	a	todos	los	mecanismos	de	
participación	ciudadana,	derivó	de	la	pandemia	del	COVID-19,	que	tiene	injerencia	en	las	acciones	más	
cotidianas	y,	 sobre	 todo,	conlleva	evitar	en	su	 justa	medida	 las	aglomeraciones	y	el	contacto	 físico	
masivo.	En	razón	a	esta	coyuntura,	desde	la	RNEC	se	realizaron	dos	consultas	al	Ministerio	de	Salud	y	
Protección	 Social,	máxima	 autoridad	 sanitaria	 en	 el	 país,	 por	medio	 de	 los	 oficios	 RDE	 –	 008	 del	
veintinueve	(29)	de	enero	de	2021	y	RDE	-	019	del	9	de	febrero	de	2021	(Anexo	5),	para	que	diera	su	
concepto	 respecto	 a	 los	 protocolos	 de	 bioseguridad	 que	 debieran	 tener	 los	 voceros	 y	 comités	
promotores	en	la	etapa	de	recolección	de	apoyos.	A	tales	solicitudes,	se	obtuvo	como	respuesta	el	oficio	
radicado	No.	202121120387261	del	nueve	(9)	de	marzo	de	2021,	en	el	que	el	Ministro	de	Salud	y	
Protección	Social	señaló	que	requería	conocer	detalles	de	las	actividades	a	desarrollar	en	el	marco	del	
proceso	 de	 recolección	de	 firmas,	 para	establecer	 las	medidas	 de	 bioseguridad	aplicables	 y	emitir	
pronunciamiento	de	 fondo,	para	 lo	cual	 formuló	un	cuestionario	con	veinte	 (20)	preguntas,	de	 las	
cuales	la	RNEC	atendió	por	competencia	las	correspondientes	a	los	numerales	1,	3,	19	y	20,	y	trasladó	
las	preguntas	contenidas	en	los	numerales	2,	4,	5,	6,	7,	8,	9,	10,	11,	12,	13,	14,	15,	16,	17	y	18	a	los	
voceros	 de	 los	 comités	 promotores	 de	 las	 iniciativas	 de	 revocatoria	 del	mandato,	 por	 tratarse	 de	
actividades	que	se	encuentran	exclusivamente	a	su	cargo,	para	que	fueran	resueltos	por	cada	uno	de	
los	comités.	
	
Las	respuestas	y	 los	protocolos	de	bioseguridad	emitidos	por	los	diferentes	comités	se	enviaron	al	
Ministro	de	Salud	y	Protección	Social,	y	mediante	oficio	RDE	–	048	del	veintitrés	(23)	de	marzo	de	
2021	la	RNEC	dio	respuesta	a	las	preguntas	de	su	competencia,	para	que	esa	cartera	decidiera	de	fondo	
el	asunto.		
	
Mediante	oficio	radicado	No.	202121000531051	del	siete	(7)	de	abril	de	2021	(Anexo	6),	el	Ministerio	
de	Salud	y	Protección	Social	emitió	concepto	definitivo	a	la	RNEC,	en	el	cual	precisó	que	para	el	proceso	
de	 recolección	 de	 firmas	 para	 las	 revocatorias	 de	 mandato	 se	 podían	 aplicar	 las	 medidas	 de	
bioseguridad	generales	contenidas	en	la	Resolución	No.	666	de	2020,	modificada	por	las	Resoluciones	
No.	223	y	392	de	2021	proferidas	por	esa	cartera,	las	cuales	fueron	derogadas	por	la	Resolución	777	
de	 2021	 (anexa),	 que	 es	 la	 que	 se	 encuentra	 vigente	 actualmente	 en	 materia	 de	 protocolos	 de	
bioseguridad	para	el	desarrollo	de	las	actividades	económicas,	sociales	y	del	Estado;	señalando	que	es	
menester	que	las	disposiciones	mencionadas	sean	acatadas	por	los	diferentes	comités	que	promueven	
los	procesos	de	revocatoria	y	de	recolección	de	firmas	para	la	inscripción	de	candidaturas.	Aunado	a	
ello,	en	el	oficio	en	cita	se	señaló:		
	
“(…)	Por	otra	parte,	se	debe	tener	en	cuenta	que	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	Decreto	539	de	2020,	
el	cumplimiento	de	las	disposiciones	contenidas	en	las	citadas	resoluciones	está	a	cargo	de	La	secretaría	
municipal	o	distrital,	o	la	entidad	que	haga	sus	veces,	que	corresponde	a	la	actividad	económica,	social,	o	
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al	sector	de	la	administración	pública	del	protocolo	que	ha	de	ser	implementado,	vigilará	el	cumplimiento	
del	mismo.		
	
Sin	embargo,	en	el	evento	que	se	advierta	la	configuración	de	una	posible	causal	de	impedimento	
en	 cabeza	 del	 funcionario	 que	 tiene	 a	 su	 cargo	 vigilar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 medidas	 de	
bioseguridad,	 se	 podrá	 aplicar	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 12	 del	 Código	 de	 Procedimiento	
administrativo	y	de	lo	Contencioso	Administrativo,	que	señala	el	trámite	para	la	declaración	de	
impedimentos	de	autoridades	administrativas.		
	
(…)	Adicionalmente	se	les	recuerda	que	en	cada	territorio	se	debe	tener	en	cuenta	las	medidas	restrictivas	
que	 se	 adopten	 para	 la	 contención	 de	 la	 transmisión	 del	 virus	 de	 acuerdo	 con	 el	 comportamiento	
epidemiológico	del	mismo.”	(Resaltado	fuera	de	texto).		
	
A	partir	del	concepto	definitivo	otorgado	por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social,	y	teniendo	
presente	 que	 los	mandatarios	 de	 las	 entidades	 territoriales,	 como	 principales	 garantes	 del	 orden	
público	y	la	seguridad	debían	ejercer	y	hacer	efectivo	el	control	y	vigilancia	de	los	protocolos	a	seguir	
por	parte	de	los	comités	y/o	vocero,	la	RNEC	se	vio	en	la	obligación	de	solicitar	a	los	mandatarios	en	
donde	se	estuviera	desarrollando	una	revocatoria	del	mandato	si	se	consideraba	impedido	para	tal	
labor	dado	el	conflicto	de	intereses.		
	
En	caso	negativo,	es	decir,	si	el	mandatario	no	ve	impedimento	alguno,	se	procede	a	realizar	la	entrega	
del	formulario	de	recolección	de	apoyos.	Pero	si,	por	el	contrario,	como	ocurre	en	el	presente	caso,	el	
mandatario	manifiesta	tener	impedimento	para	la	ejecución	de	esta	labor,	es	necesario	que	se	surta	el	
trámite	de	impedimentos	de	autoridades	establecido	en	el	artículo	12	del	Código	de	Procedimiento	
administrativo	y	de	lo	Contencioso	Administrativo	ante	la	Procuraduría	Regional	correspondiente.	
	
	De	conformidad	con	el	artículo	12	de	la	Ley	1437	de	2011	(CPACA),	“(…)	En	caso	de	impedimento	el	
servidor	enviará	dentro	de	los	tres	(3)	días	siguientes	a	su	conocimiento	la	actuación	con	escrito	motivado	
al	 superior,	 o	 si	 no	 lo	 tuviere,	 a	 la	 cabeza	 del	 respectivo	 sector	 administrativo,	 a	 falta	 de	 todos	 los	
anteriores,	al	procurador	general	de	la	nación	cuando	se	trate	de	autoridades	nacionales	o	del	alcalde	
mayor	del	distrito	capital,	o	al	procurador	regional	en	el	caso	de	las	autoridades	territoriales.	(…)”.		
	
Se	evidencia	entonces	que	es	el	mandatario	el	encargado	de	poner	en	conocimiento	de	su	impedimento	
a	la	autoridad	competente.	En	este	entendido	y	con	el	propósito	de	dar	continuidad	a	los	trámites	de	
revocatoria	 del	mandato,	 la	Dirección	de	Gestión	Electoral	 impartió	 la	 instrucción	 a	 las	 diferentes	
registradurías	municipales,	 distritales	 y	 a	 las	 delegaciones	 departamentales	 para	 que	 en	 caso	 que	
recibir	en	sus	despachos	el	pronunciamiento	de	los	alcaldes	sobre	posibles	impedimentos	para	ejercer	
de	 manera	 efectiva	 su	 función	 de	 vigilar	 el	 cumplimiento	 de	 las	medidas	 de	 bioseguridad	 en	 las	
actividades	 de	 recolección	 de	 apoyos	 a	 cargo	 de	 los	 comités	 promotores	 de	 las	 iniciativas	 de	
revocatoria	 del	mandato,	evidenciándose	 que	no	 se	 ha	 informado	del	 impedimento	 al	 procurador	
regional	competente,	desde	la	entidad	se	dé	traslado	por	competencia	a	esas	autoridades.		
	
Lo	 anterior,	 con	 el	 fin	 de	 advertir	 la	 diligencia	 de	 la	RNEC,	 pues	 en	el	 presente	caso,	en	efecto,	 la	
Procuraduría	Regional	conoció	de	la	manifestación	de	impedimento,	como	lo	evidencia	el	oficio	del	14	
de	julio	No.	4294	de	la	Alcaldía	dirigido	al	Doctor	YAMIL	EDUARDO	ÁLVAREZ	CASTRO,	procurador	
regional	de	Casanare	y,	asimismo,	la	comunicación	No.	4295	de	la	alcaldía	dando	cuenta	de	lo	anterior	
al	registrador	municipal,	YOIMER	ALEJANDRO	CASTILLO	ARARAT	(Anexo	8).		
	
Tal	como	lo	expone	el	accionante	y	se	evidencia	en	los	anexos	del	escrito	de	tutela,	el	veintinueve	(29)	
de	julio	el	2021,	el	procurador	regional	de	Casanare	decidió	aceptar	el	impedimento	planteado	por	la	
alcaldesa,	 ordenando	 enviar	 copia	 de	 las	 diligencias	 al	 Ministerio	 del	 Interior	 para	 que	 dé	
cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	12	del	artículo	10	del	Decreto	2893	de	2011,	procediendo	
a	 la	designación	del	alcalde	ad	hoc	que	vigile	con	objetividad	el	cumplimiento	de	los	protocolos	de	
bioseguridad	por	parte	del	comité	promotor	en	la	etapa	de	recolección	de	los	apoyos	ciudadanos.	Una	
vez	surtido	lo	anterior,	la	RNEC	procederá	a	la	entrega	de	los	formularios	de	recolección	de	apoyos.		
	
En	tal	orden,	en	este	caso	se	evidencia	que	la	RNEC	ha	adelantado	el	trámite	de	la	revocatoria	del	
mandato	de	conformidad	con	el	marco	jurídico	establecido,	adaptándose	a	su	vez	a	 las	 imprevistas	
exigencias	administrativas	que	surgen	de	la	pandemia	y	el	debido	cumplimiento	de	los	lineamientos	
impartidos	por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social	para	el	manejo	y	control	de	la	propagación	
del	COVID19.		
	
Como	se	mencionó	anteriormente,	la	RNEC	cumple	una	labor	de	operador	a	la	luz	de	la	reglamentación	
vigente,	pero	en	ningún	caso	está	facultada	para	resolver	los	 impases	jurídicos	correspondientes	a	
actuaciones	administrativas	ajenas	al	procedimiento	de	revocatoria	que	se	adelanta	ante	la	entidad.	
Es	evidente	entonces	que	 la	RNEC	no	ha	 incurrido	en	acción	u	omisión	que	vulneren	 los	derechos	
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fundamentales	del	tutelante,	sino,	por	el	contrario,	ha	actuado	con	diligencia	hasta	el	 límite	de	sus	
facultades	 y	 competencias	 en	 favor	 al	 adecuado	 desarrollo	 de	 la	 iniciativa	 y	 adaptándose	 a	 las	
imprevistas	exigencias	administrativas	que	surgen	de	la	pandemia	y	el	debido	cumplimiento	de	los	
lineamientos	impartidos	por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social	para	el	manejo	y	control	de	la	
propagación	del	COVID-19.”	
	
Manifiesta	 que	 los	 hechos	 enunciados	 por	 el	 accionante	 no	 tienen	 relación	 con	 las	 funciones	 y	
facultades	asignadas	constitucionalmente	a	la	RNEC,	dado	que	esta	no	tiene	a	cargo	la	designación	de	
un	alcalde	ad	hoc,	que	ejerza	las	 labores	de	verificación	de	los	protocolos	de	seguridad,	trayendo	a	
colación	la	jurisprudencia	del	Concejo	de	Estado	en	sentencia	del	30	de	enero	de	2013.	Exp	25000-23-
26-000-2010-00395-01(42610).	C.P.	DANILO	ROJAS	BETANCOURT,	respecto	de	la	legitimación	en	la	
causa.	y	 la	sentencia	T-519	de	2001,	que	señala:		(...)	cuando	del	trámite	procesal	se	deduce	que	el	
demandado	no	es	responsable	del	menoscabo	de	los	derechos	fundamentales	del	actor,	no	puede,	bajo	
ninguna	circunstancia,	concederse	la	tutela	en	su	contra”	(Subrayas	fuera	de	texto).	
	
Indica	que	la	legitimación	en	la	causa	por	pasiva	de	la	acción	de	tutela	se	rompe	cuanto	el	demandado	
no	es	el	responsable	de	realizar	la	acción	u	omisión	que	genera	la	violación	o	cuando	no	es	su	conducta	
la	que	inflige	el	daño.	
	
Culmina	 diciendo	 que	 la	 RNEC	 no	 ha	 incurrido	 en	 acción	 u	 omisión	 que	 transgreda	 los	 derechos	
invocados	 por	 el	 accionante,	 sino	 que	 por	 el	 contrario	 ha	 realizado	 las	 acciones	 necesarias	 para	
promover,	 organizar	 los	 comicios	 y	 mecanismos	 de	 participación	 ciudadana	 ciñéndose	 a	 las	
condiciones	de	bioseguridad	con	plenas	garantías	para	las	partes,	razón	por	la	cual	solicita	se	declare	
improcedente	 la	 presente	 acción	 constitucional	 por	 inexistencia	 de	 amenaza	 o	 violación	 de	 los	
derechos	invocados	por	el	accionante,	negando	las	pretensiones.	
	

4. MARTHA	JOHANA	MORENO	FONSECA	–	Alcaldesa	de	Aguazul	–	Casanare.	
	
Estando	 dentro	 del	 término	 legal	 da	 respuesta	 a	 la	 Tutela	 señalando	 que	 mediante	 oficio	 No.	
100.21.06-4294	dirigido	al	Procurador	Regional	de	Casanare,	dio	a	conocer	a	fin	de	estudiar	y	resolver	
el	impedimento	para	realizar	los	trámites	relacionados	con	la	vigencia	y	control	que	le	corresponde	al	
municipio	en	el	cumplimiento	de	las	medidas	de	bioseguridad	en	la	recolección	de	firmas,	relacionadas	
con	la	iniciativa	de	revocatoria	del	mandato	que	actualmente	se	encuentra	en	trámite	en	su	contra,	
petición	 que	 fue	 resuelta	 mediante	 auto	 del	 16	 de	 julio	 de	 2021,	 donde	 resolvió	 aceptar	 el	
impedimento	planteado	por	la	alcaldesa	de	Aguazul,	auto	en	el	cual	se	ordenó	igualmente	enviar	copias	
de	las	respectivas	diligencias	al	ministerio	del	Interior	Oficina	Asesora	Jurídica,	para	dar	cumplimiento	
a	lo	dispuesto	en	el	numeral	12	del	art.	10	del	decreto	2893	de	2011;	de	la	mencionada	comunicación	
igualmente	el	05	de	agosto	de	2021	se	remitió	copia	al	registrado	del	Estado	Civil	de	Aguazul	Casanare,	
a	través	del	oficio	No.	100.11.458.	
	
Menciona	que	fue	ella	quien	se	declaró	impedida,	a	fin	de	garantizar	a	los	accionantes	la	transparencia	
y	el	debido	proceso	dentro	del	proceso	de	participación	democrática,	dejando	claro	que	ninguna	de	
sus	actuaciones	ha	vulnerado	derecho	fundamental	alguno	del	accionante.	
	
Respecto	de	las	pretensiones	en	contra	de	las	accionadas	considera	que	el	actor	no	tiene	presente	el	
contenido	del	numeral	4	del	art.	3º	de	la	ley	1437	de	2011,	sino	que	asume	que	todas	las	entidades	le	
están	vulnerando	sus	derechos,	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare,	ya	se	pronunció	ya	se	pronunció	
respecto	 del	 impedimento	 y	 en	 cumplimiento	 de	 las	 reglas	 de	 competencia	 remitió	 la	 decisión	 al	
Ministerio	del	interior,	a	fin	de	que	desde	la	presidencia	se	designe	alcalde	Ad	hoc	para	garantizar	el	
cumplimiento	de	los	protocolos	en	la	recolección	de	los	apoyos	ciudadanos	sin	que	exista	vulneración	
alguna.	
	
En	 relación	 con	 la	 pretensión	planteada	en	 contra	 de	 la	Gobernación	de	 Casanare,	 tratándose	 del	
impedimento	de	un	alcalde	y	la	designación	de	un	alcalde	ad	hoc	no	es	competencia	del	resorte	del	
gobernador,	 ya	 que	 el	 papel	 que	 corresponde	a	 la	gobernación	 es	 la	 postulación	 de	 hojas	 de	 vida	
cuando	 el	Ministerio	 lo	 solicite,	 sin	 embargo,	 la	 presidencia	 puede	 nombrar	 el	 alcalde	 ad	 hoc	 sin	
necesidad	que	tenga	que	postularse	hoja	de	vida	de	la	gobernación.	
	
En	 cuanto	 a	 la	 pretensión	 en	 contra	 del	 Ministerio	 este	 dispone	 de	 términos	 para	 efectuar	 el	
nombramiento	y	en	el	evento	que	no	existieran	debería	tenerse	en	cuenta	los	señalados	en	el	título	II	
de	la	ley	1437	de	2011,	modificada	por	la	ley	1755	de	2015	que	será	objeto	de	pronunciamiento	por	
parte	del	Ministerio.	
	
Por	las	anteriores	razones	solicita	denegar	las	pretensiones	incoadas	en	contra	de	la	Procuraduría	
Regional	 de	 Casanare,	 por	 carencia	 actual	 de	 objeto;	 del	 Departamento	 de	 Casanare,	 porque	 esta	
entidad	territorial	no	tiene	competencias	asignadas	en	la	ley	para	dicho	procedimiento;	del	Ministerio	
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del	 Interior	por	ausencia	de	 la	prueba	de	 la	 fecha	en	que	el	Ministerio	haya	recibido	 la	 respectiva	
solicitud	de	nombramiento	que	hiciera	la	procuraduría.	
	
Señala	que	el	Ministerio	del	Interior	a	través	de	la	Jefe	de	la	Oficina	Asesora	Jurídica,	es	quien	
debe	dar	trámite	a	la	pretensión	del	accionante	con	la	proyección	del	acto	administrativo	de	
designación,	dado	que	el	impedimento	ya	se	surtió	y	la	revocatoria	del	mandato	se	encuentra	
en	curso	conforme	corresponde,	pero	 tiene	diversas	etapas	en	 los	distintos	estamentos	que	
conlleva	 a	 un	 trámite	 paulatino	 y	 con	 el	 rigor	 que	 amerita	 y	 dentro	 del	 expediente	 no	 se	
encuentra	 prueba	 alguna	 que	 determine	 la	 fecha	 en	 que	 la	 procuraduría	 le	 comunicó	 al	
Ministerio	 del	 Interior	 el	 auto	 que	 resolvió	 el	 impedimento	 a	 fin	 de	 establecer	 termino	
vulnerado.	

	
Considera	que	el	principio	de	subsidiaridad	de	la	Tutela	tal	como	lo	ha	señalado	la	corte	en	la	sentencia	
T-375	de	2018,	 	es	procedente	únicamente	cuando	el	agraviado	no	cuente	con	otro	mecanismo	de	
defensa	 judicial,	 salvo	 que	 se	 utilice	 de	 forma	 transitoria	 para	 evitar	 un	 perjuicio	 irremediable,	
adicionalmente	ha	señalado	que	la	subsidiariedad	de	la	acción	de	tutela	“permite	reconocer	la	validez	
y	 viabilidad	 de	 los	medios	 y	 recursos	 ordinarios	 de	 protección	 judicial,	 como	 dispositivos	 legítimos	 y	
prevalentes	para	la	salvaguarda	de	los	derechos”	cuyo	reconocimiento	obliga	a	los	asociados	a	acudir	a	
los	 recursos	 jurisdiccionales	 con	 los	 que	 cuenten	 para	 resolver	 la	 situación	 que	 consideran	
vulneradora	de	sus	derechos.	

	
En	el	presente	asunto	advierte	que	la	acción	de	tutela	no	se	está	utilizando	como	mecanismo	
residual,	ya	que	existe	un	procedimiento	administrativo	ordinario	contemplado	en	las	leyes	
131	y	134	de	1994,	741	de	2002	y	1757	de	2015,	para	adelantar	el	trámite	de	revocatoria	del	
mandato,	mecanismo	que	deslegitimaría	el	uso	de	la	acción	constitucional.	Además,	no	existe	
o	se	avizora	que	se	encuentre	algún	derecho	fundamental	en	peligro	de	vulneración	o	haya	sido	
vulnerado,	mientras	se	tramita	el	procedimiento	ordinario,	incumpliéndose	de	esta	manera	el	
requisito	de	subsidiaridad.	
	
Considera	necesaria	la	vinculación	del	partido	liberal	a	fin	de	evitar	posteriores	nulidades	quien	es	
una	persona	jurídica	sujeto	de	derechos	y	obligaciones	que	debe	conocer	y	pronunciarse	al	respecto	
de	 la	 tutela,	 porque	 fue	 el	 partido	 que	 avaló	 su	 candidatura	 al	Municipio	 de	Aguazul	 y	 porque	 el	
programa	de	gobierno	que	dio	origen	al	voto	programático,	sobre	el	cual	se	finca	la	revocatoria	de	
dicho	programa	de	gobierno	inspirado	en	la	ideología,	principios	y	razones	del	partido	liberal.		
	
Peticiona:	
	

1. Se	denieguen	cada	una	de	las	pretensiones	del	accionante	en	contra	del	Municipio	de	Aguazul	
por	falta	de	legitimación	en	la	causa	por	pasiva.	
	

2. Citar	y	hacer	comparecer	al	partido	liberal,	quien	debe	conocer	y	pronunciarse	respecto	de	la	
tutela.	

	
IX.-	CONSIDERACIONES	

1.-	Competencia.	

Este	Despacho	tiene	jurisdicción	y	es	competente	para	dictar	sentencia	de	fondo	en	lo	concerniente	
a	la	presente	acción	de	tutela,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	86	de	la	Constitución	
Política	y	a	prevención	tal	y	como	lo	dispone	el	artículo	37	del	Decreto	2591	de	1991.	

2.-	Problema	jurídico	Constitucional.	

Conforme	con	la	situación	fáctica	expuesta,	el	asunto	que	le	corresponde	a	este	Despacho	se	
centra	en	resolver	si:		

Las	accionadas	Procuraduría	Regional	 de	 Casanare,	Ministerio	 del	 Interior	 y	 la	Gobernación	de	
Casanare	y/o	las	aquí	vinculadas	oficiosamente	Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil	–	Aguazul	
Casanare	 y	Martha	 Johana	Moreno	Fonseca	en	 calidad	de	Alcaldesa	 del	Municipio	 de	Aguazul	 -	
Casanare,	han	amenazado	o	vulnerado	 los	 	 derechos	 fundamentales	al	DEBIDO	PROCESO	y	a	 la	
PARTICIPACION	DEMOCATRICA,	del	aquí	accionante	GUILLERMO	ALARCON	MORALES,		que	nos	
conduzca	 adoptar	 	 la	 	 respectiva	 decisión,	 resulta	 procedente	 accediendo	 o	 negando	 	 las	
pretensiones	del	actor.	

3.	Solución	al	Problema	Jurídico.		
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3.1.	Análisis	de	los	requisitos	de	procedencia	de	la	acción	de	Tutela:	

El	artículo	86	de	la	Carta	fundamental	establece	que	la	acción	de	Tutela	es	un	mecanismo	de	defensa	
al	 que	 puede	 acudir	 cualquier	 persona,	 “por	 sí	misma	 o	 por	 quien	 actúe	 en	 su	 nombre”,	 para	
reclamar	la	protección	inmediata	de	sus	derechos	fundamentales.	En	desarrollo	del	citado	mandato,	
el	Decreto	2591	de	1991,	en	su	artículo	10,	consagra	que	la	misma	podrá	ser	interpuesta:	“(i)	en	
forma	 directa	 por	 el	 interesado;	 (ii)	 por	 intermedio	 de	 un	 representante	 legal;	 (iii)	 mediante	
apoderado	judicial;	(iv)	o	por	medio	de	un	agente	oficioso”.	

De	conformidad	con	lo	dispuesto	por	la	jurisprudencia	Constitucional	para	que	una	acción	de	Tutela	
proceda,	se	deberá	acreditar	los	siguientes	requisitos:	

“Quien	interpone	la	acción	debe	ser	la	persona	que	considera	vulnerados	o	amenazados	sus	derechos,	
salvo	que	actúe	a	través	de	un	tercero.	Cuando	el	presunto	afectado	sea	un	menor	de	edad,	en	virtud	
de	lo	dispuesto	en	el	artículo	44	Superior,	la	jurisprudencia	constitucional	ha	admitido	que	cualquier	
persona	está	legitimada	para	abogar	por	sus	derechos.	(ii)	Legitimación	en	la	causa	por	pasiva:	 la	
acción	procede	contra	acciones	u	omisiones	de	autoridades	públicas	que	tengan	la	aptitud	legal	para	
responder	 jurídicamente	 por	 la	 vulneración.	 También	 procede	 contra	 particulares	 cuando	 estos	
presten	 servicios	 públicos,	 o,	 respecto	 de	 los	 cuales	 el	 accionante	 se	 encuentre	 indefenso	 (iii)	
Inmediatez:	el	amparo	debe	requerirse	en	un	plazo	razonable	contado	desde	la	actuación	u	omisión	
vulneradora	Y	(iv)	subsidiariedad:	el	recurso	de	amparo	es	procedente	si	(a)	el	afectado	no	dispone	de	
otros	medios	de	defensa	judicial,	(b)	existiendo	formalmente	mecanismos	de	defensa	alternos,	estos	no	
son	idóneos	o	eficaces,	atendiendo	las	circunstancias	del	caso	que	se	examina,	o	(c)	se	pretende	evitar	
la	consumación	de	un	perjuicio	irremediable”.	

3.1.1.	En	cuanto	a	la	legitimación	por	activa.	

En	el	caso	objeto	de	revisión,	se	puede	observar	que	GUILLERMO	ALARCON	MORALES,	quien	actúa	
a	motu	proprio	y	titular	de	los	derechos	fundamentales	que	se	aboga	Debido	proceso	y	Participación	
Democrática	para	invocar	su	amparo,	por	considerar	que	le	están	siendo	quebrantados	por	las	aquí	
accionadas,	situación	está	que	lo	legitima	para	ejercer	este	recurso	de	amparo.	

3.1.2.	Legitimación	en	la	causa	por	pasiva:	

Respecto	 de	 la	 legitimación	 por	 pasiva,	 el	 antecitado	 canon	 86	 de	 nuestra	 Carta	 fundamental,	
establece:	 “la	acción	de	Tutela	tiene	por	objeto	 la	protección	efectiva	e	 inmediata	de	 los	derechos	
fundamentales,	cuando	quiera	que	éstos	resulten	vulnerados	o	amenazados	por	la	acción	u	omisión	de	
las	autoridades	públicas	o	por	el	actuar	de	los	particulares,	en	los	casos	previstos	en	la	Constitución	y	
en	la	 ley.	En	este	contexto,	conforme	lo	ha	reiterado	la	Corte,	esta	legitimación	exige	acreditar	dos	
requisitos.	Por	una	parte,	que	se	trate	de	uno	de	los	sujetos	respecto	de	los	cuales	procede	el	amparo	y,	
por	 la	otra,	que	 la	 conducta	que	genera	 la	vulneración	o	amenaza	del	derecho	 se	pueda	vincular,	
directa	o	indirectamente,	con	su	acción	u	omisión”.	

Bajo	tales	preceptos	se	tiene	que	las	aquí	accionadas	Procuraduría	Regional	de	Casanare,	Ministerio	
del	Interior	y	 la	Gobernación	de	Casanare,	como	las	aquí	 	vinculadas	oficiosamente	Registraduría	
Nacional	 del	 Estado	 Civil–Aguazul	 Casanare	 y	 Martha	 Johana	 Moreno	 Fonseca	 en	 calidad	 de	
Alcaldesa	del	Municipio	de	Aguazul	-	Casanare,	son	entidades,	del	Orden	Nacional,	Departamental	y	
Municipal,	a	las	cuales	se	les		atribuye	el	quebranto	a	los	derechos	cuya	protección	aquí	se	pretende	
obtener	por	lo	que	 	conforme		con	lo	normado	por	el	artículo	5	del	Decreto	2591	de	1991,	están		
legitimadas		como		parte	pasiva	en	la	presente	acción	de	tutela.	

3.1.3.	Inmediatez:	

En	relación	con	este	requisito	la	Corte	Constitucional	en	sentencia	T-419	de	2019,	reiteró:	

“La	Corte	indica	que,	La	acción	de	tutela	está	instituida	en	la	Constitución	Política	como	un	mecanismo	
expedito	que	busca	garantizar	la	protección	inmediata	de	los	derechos	fundamentales,	cuando	quiera	
que	estos	resulten	vulnerados	o	amenazados	por	la	acción	u	omisión	de	las	autoridades	públicas	o	de	
los	 particulares.	 Conforme	 a	 esto	 su	 interposición	 debe	 hacerse	 dentro	 un	 plazo	 razonable	 y	
proporcionado	 a	 partir	 del	 evento	 generador	 de	 la	 supuesta	 amenaza	 o	 violación	 de	 los	 derechos	
fundamentales,	so	pena	de	que	se	determine	su	improcedencia”.	

Es	 decir	 que	 el	 requisito	 de	 inmediatez	le	 impone	 al	 tutelante	 el	 deber	 de	 formular	 la	 acción	
de	tutela	en	un	término	prudente	y	razonable	respecto	del	hecho	o	la	conducta	de	la	cual	se	deviene	
el	presunto	quebranto,	 lo	cual	debe	ser	ponderado	bajo	criterio	del	plazo	razonable	y	oportuno,	
presupuestos	estos	que	sin	mayores	esfuerzos	encontramos	que	aquí	están	presentes,	si	se	tiene	en	
cuenta	 que	 el	 trámite	 de	 revocatoria	 del	 mandato	 de	 la	 Alcaldesa	 del	 Municipio	 de	 Aguazul	
Casanare,	se	inició	el		27/05/2021		fecha	en	la	cual	se	solicitó	a	la	registraduría	la	inscripción	de	
dicha	revocatoria,	momento	este	a	partir	del	cual	se	han	realizado	varias	actuaciones	de	las	cuales	
hace	parte	 la	aceptación	de	 impedimento	declarado	por	 la	Alcaldesa	de	Aguazul	Martha	 Johana	
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Moreno	Fonseca,	que	 llevó	el	 	29/07/2021	 la	Procuraduría	Regional	de	Casanare	y	del	 	 cual	 se	
pregona	se		envía	copia	de	las	diligencias	al	Ministerio	del	Interior	a	fin	de	que	se	nombre	el	alcalde	
ad-hoc	y	de	lo	cual	no	se	ha	obtenido	pronunciamiento.		

3.1.4.	Subsidiariedad:	

Según	lo	establecido	en	el	artículo	86	de	la	Constitución	Política	de	1991,	la	acción	de	Tutela	sólo	
procederá	cuando	el	afectado	no	disponga	de	otro	medio	de	defensa	judicial,	salvo	en	los	casos	en	
que	 sea	 interpuesta	 como	 mecanismo	 transitorio	 para	 evitar	 la	 configuración	 de	 un	 perjuicio	
irremediable.	De	 igual	 forma,	 se	 ha	aceptado	 la	 procedencia	 definitiva	 del	 amparo	de	 tutela	 en	
aquellas	 situaciones	 en	 las	 que,	 existiendo	 recursos	 judiciales,	 los	 mismos	 no	 sean	 idóneos	 o	
eficaces	para	evitar	la	vulneración	del	derecho	constitucional	fundamental.	

Acción	 de	 Tutela	 es	 el	 mecanismo	 idóneo	 para	 la	 salvaguarda	 Constitucional	 de	 los	 derechos	
fundamentales,	con	naturaleza	de	mecanismo	subsidiario	y	residual	lo	cual	significa	que	procede	sólo	
cuando	el	afectado	no	disponga	de	otro	medio	de	defensa	judicial	para	lograr	que	sus	derechos	sean	
protegidos.	Lo	anterior	tiene	su	excepción	cuando	la	tutela	se	utilice	como	mecanismo	transitorio	para	
evitar	un	perjuicio	irremediable	(numeral	1	del	artículo	6º	del	Decreto	2591	de	1991).	

4.-	Con	 fundamento	 en	 las	 prescripciones	 contenidas	 en	 el	 artículo	86	 de	 la	 Carta	 Política,	
corresponde	al	despacho	analizar	cada	uno	de	los	presupuestos	para	determinar	si	la	demanda	
presentada	 tiene	 o	 no	 vocación	 para	 prosperar,	 esto	 en	 el	 marco	 del	 precedente	
jurisprudencial.	

“…	Cuando	existan	otros	 recursos	o	medios	de	defensa	 judiciales,	 salvo	que	aquellos	 se	utilicen	como	
mecanismo	 transitorio	 para	 evitar	 un	 perjuicio	 irremediable.	 La	 existencia	 de	 dichos	 medios	 será	
apreciada	en	concreto,	 en	cuanto	a	 su	eficacia,	atendiendo	 las	 circunstancias	en	que	 se	encuentra	el	
solicitante…”	

“Así	pues,	la	tutela	no	puede	converger	con	vías	judiciales	diversas	por	cuanto	no	es	un	mecanismo	que	
sea	factible	de	elegir	según	la	discrecionalidad	del	interesado,	para	esquivar	el	que	de	modo	específico	
ha	regulado	la	ley,	no	se	da	la	concurrencia	entre	éste	y	la	Acción	de	Tutela	porque	siempre	prevalece	
como	excepción	dicha-	la	acción	ordinaria..."	.	

La	Acción	de	Tutela	no	es	simultánea	con	los	procesos	comunes.	No	es	una	acción	paralela.	No	es	una	
Acción	adicional,	o	complementaria.	No	es	acumulativa.	No	es	una	alternativa.	No	es	una	instancia-	No	
es	un	recurso”.	

Referente	a	este	asunto	Jurisprudencialmente	se	ha	sostenido:		

“la	Constitución	establece	que	la	tutela	“sólo	procederá	cuando	el	afectado	no	disponga	de	otro	medio	
de	defensa	judicial”,	simplemente	fija	una	regla	general.	Pero	luego	agrega	una	excepción:	“salvo	que	
aquella	se	utilice	como	mecanismo	transitorio	para	evitar	un	perjuicio	irremediable”	(CP	art.	86).	Con	
lo	cual,	si	el	afectado	dispone	de	otro	medio	de	defensa	judicial,	puede	interponer	la	tutela	para	la	
defensa	 de	 sus	 derechos	 siempre	 y	 cuando	 la	 utilice	 para	 evitar	 un	 perjuicio	 irremediable.	 Este	
perjuicio	 irremediable,	 como	 lo	 ha	 sostenido	 la	 Corte	 Constitucional	 desde	 sus	 inicios,	 debe	 ser	
inminente	 o	 actual,	 además	 ha	 de	 ser	 grave	 y	 requerir	 medidas	 urgentes	 e	 impostergables.	La	
Corporación	ha	desarrollado	todas	estas	notas	del	perjuicio	irremediable	en	su	jurisprudencia.	En	uno	
de	sus	fallos	las	resumió	de	la	siguiente	manera:	

“[…]	En	primer	lugar,	el	perjuicio	debe	ser	inminente	o	próximo	a	suceder.	Este	exige	un	considerable	
grado	de	certeza	y	suficientes	elementos	fácticos	que	así	lo	demuestren,	tomando	en	cuenta,	además,	
la	causa	del	daño.	En	segundo	lugar,	el	perjuicio	ha	de	ser	grave,	es	decir,	que	suponga	un	detrimento	
sobre	un	bien	altamente	significativo	para	la	persona	(moral	o	material),	pero	que	sea	susceptible	de	
determinación	 jurídica.	En	 tercer	 lugar,	deben	requerirse	medidas	urgentes	para	 superar	el	daño,	
entendidas	éstas	desde	una	doble	perspectiva:	como	una	respuesta	adecuada	frente	a	la	inminencia	
del	perjuicio,	y	como	respuesta	que	armonice	con	las	particularidades	del	caso.	Por	último,	las	medidas	
de	protección	deben	ser	impostergables,	esto	es,	que	respondan	a	criterios	de	oportunidad	y	eficiencia	
a	fin	de	evitar	la	consumación	de	un	daño	antijurídico	irreparable.	

Siguiendo	con	esa	misma	línea	jurisprudencial,	la	misma	Corte	Constitucional	ha	señalado:	

“En	los	casos	en	que	existan	medios	judiciales	de	protección	ordinarios	al	alcance	del	actor,	la	acción	
de	tutela	será	procedente	si	el	juez	constitucional	logra	determinar	qué:	(i)	los	mecanismos	y	recursos	
ordinarios	de	defensa	no	son	suficientemente	idóneos	y	eficaces	para	garantizar	la	protección	de	los	
derechos	presuntamente	vulnerados	o	amenazados;	(ii)	se	requiere	el	amparo	constitucional	como	
mecanismo	transitorio,	pues,	de	lo	contrario,	el	actor	se	vería	frente	a	la	ocurrencia	inminente	de	un	
perjuicio	 irremediable	 frente	 a	 sus	 derechos	 fundamentales;	 y,	 (iii)	 el	 titular	 de	 los	 derechos	
fundamentales	 amenazados	 o	 vulnerados	 es	 sujeto	 de	 especial	 protección	 constitucional.	 La	
jurisprudencia	constitucional,	al	respecto,	ha	indicad		que	el	perjuicio	ha	de	ser	inminente,	esto	es,	que	
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amenaza	o	está	por	suceder	prontamente;	 las	medidas	que	se	requieren	para	conjurar	el	perjuicio	
irremediable	han	de	ser	urgentes;	no	basta	cualquier	perjuicio,	se	requiere	que	este	sea	grave,	lo	que	
equivale	a	una	gran	 intensidad	del	daño	o	menoscabo	material	o	moral	en	el	haber	 jurídico	de	 la	
persona;	la	urgencia	y	la	gravedad	determinan	que	la	acción	de	tutela	sea	impostergable,	ya	que	tiene	
que	ser	adecuada	para	restablecer	el	orden	social	justo	en	toda	su	integridad”.		

De	otra	parte,	la	jurisprudencia	de	la	Corte	ha	sido	enfática	en	determinar:	

“Resulta,	entonces,	ostensible,	que	si	el	accionante	no	ha	agotado	todos	los	recursos	que	le	brinda	
el	 ordenamiento,	 por	medio	 de	 la	 queja	 Constitucional	 no	 se	 puede	proveer	 la	 solución	de	 una	
cuestión	 que	corresponde	dirimir	 al	 juez	 natural,	 a	 través	 de	 la	 acción	 que	 no	 ha	 formulado	 el	
reclamante1”	

En	efecto,	el	carácter	subsidiario	de	la	acción	de	tutela	impone	al	interesado	la	obligación	de	
desplegar	 todo	 su	 actor	 dirigido	 a	 poner	 en	 marcha	 los	 medios	 ordinarios	 de	 defensa	
ofrecidos	 dentro	 del	 ordenamiento	 jurídico	 para	 la	 protección	 de	 sus	 derechos	
fundamentales.	Tal	imperativo	Constitucional	pone	de	relieve	que	para	acudir	a	la	acción	de	Tutela	
el	peticionario	debe	haber	actuado	con	diligencia	en	los	procesos	y	procedimientos	ordinarios,	pero	
también	 que	 la	 falta	 injustificada	 de	 agotamiento	 de	 los	 recursos	 legales	 deviene	 de	 la	
improcedencia	del	mecanismo	de	amparo	establecido	en	el	artículo	86	Superior.	

Sobre	este	particular,	ha	precisado	la	jurisprudencia	que	la	existencia	del	medio	judicial	de	
defensa,	el	 interesado	deja	de	acudir	a	él	y,	además,	pudiendo	evitarlo,	permite	que	éste	
caduque,	 no	podrá	posteriormente	 acudir	a	 la	 acción	de	 tutela	 en	procura	de	obtener	 la	
protección	 de	 un	 derecho	 fundamental.	 En	 estas	 circunstancias	 la	 acción	 de	 amparo	
Constitucional	no	podría	hacerse	valer	ni	siquiera	como	mecanismo	transitorio		de	protección,	pues	
tal	modalidad	procesal		se	encuentra	subordinada	al	ejercicio		de	un	medio	judicial	ordinario		en	
cuyo	trámite		se	resuelva	definitivamente		a	cerca	de	la	vulneración	iusfundamental	y	la	diligencia	
del	actor	para	hacer	uso	oportuno		del		mismo.	

Ahora		bien,		no		sobra	recordar		cómo	se	señaló		anteriormente	que	la	Acción	de	Tutela		se	encuentra	
reglamentada	por	el	Decreto	2591	de	1991,	el		cual		delimitó		el	objeto		de	su	ejercicio,	definió		los	
principios		y	características		que	gobiernan	su	trámite	y	estableció	el	régimen	de	procedencia,	entre	
otros	aspectos	que	resultan	igualmente	trascendentales		por	cuanto	dotan		de		verdadera	eficacia	a	
dicho	mecanismo		y	mantiene	el	diseño		constitucional		y	legal	con	el	cual	fue	concebido.	

Atendiendo	 su	 naturaleza	 jurídica,	 a	 través	 	 del	 Decreto	 en	 referencia,	 se	 establecieron	 	 unas	
causales		generales	de	improcedencia		que	garantizan		el		uso	racional		del		mecanismo	de	amparo		
por		un	lado		y	que	supeditan		su	viabilidad	a	la	no	existencia		de	otros	medios		de	defensa		judiciales		
con	la	excepción		de	que		se	trate		de	evitar	la	posible		ocurrencia		de	un		perjuicio		irremediable,	por	
otro	lado.	

Entonces,	retomando	el	tema	del	requisito		de	la		subsidiariedad,	ha		señalado	nuestra	a	guardiana	
Constitucional		que	para	que	proceda	el	amparo	se	requiere		del	agotamiento		de	todas		las	instancias		
y	recursos	en	los	cuales	el		afectado	hubiese	podido		solicitar	la	protección		del	derecho	amenazado		
o	vulnerado,	salvo	que	la	tutela	se	instaure		como	mecanismo		transitorio	para	evitar	un	perjuicio		
irremediable.		

En	este	sentido	ha	advertido		la	Corte	que	el		amparo	Constitucional	no	se	ha	constituido	como	una	
instancia	adicional	para	decir	conflictos		de	rango	legal,	ni	para	que	los	ciudadanos	puedan	subsanar		
las	omisiones		o	los	errores	cometidos	en	el	curso	del		proceso,		ni	para	modificar		ordenes		de	tutela	
emitidas	 	 en	 procesos	 constitucionales.	 En	 otras	 palabras,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha	
sostenido	que	la	acción	de	Tutela	no	es	un	medio	alternativo,	ni	complementario,	ni	puede	
ser	estimado	como	último	recurso	de	litigió.		El	resaltado	y	subrayado	es	del	Juzgado.	

Aunado	a	 lo	anterior;	debe	tenerse	de	presente	que	el	 legislador	adelantó	un	trabajo	exhaustivo	
para	la	expedición	de	la	Ley	1437	de	2011,	Código	de	Procedimiento	Administrativo	y	Contencioso	
Administrativo,	con	el	fin	de	ofrecer	un	sistema	administrativo	que	responda	de	manera	idónea	y	
oportuna	a	los	requerimientos	de	los	ciudadanos,	todo	bajo	la	luz	de	la	eficacia,	la	economía	y	la	
celeridad,	entre	otros	principios.	

En	 atención	 a	 ello,	 los	 mecanismos	 ordinarios	 deben	 utilizarse	 de	 manera	 preferente,	 incluso	
cuando	se	pretenda	la	protección	de	un	derecho	fundamental.	No	obstante,	en	este	caso,	se	deberá	
evaluar	 que	 el	 mecanismo	 ordinario	 ofrezca	 una	 protección	 “cierta,	 efectiva	 y	 concreta	 del	
derecho”,	al	punto	que	sea	la	misma	que	podría	brindarse	por	medio	de	la	acción	de	amparo.		

                                                             
1.”Sentencia 8 de agosto de 2012 Exp. No 01594-00 
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Al	respecto,	en	la	Sentencia	T-007	de	2008	la	Corte	Constitucional,	después	de	hacer	un	análisis	
concentrado	de	este	tema,	manifestó	lo	siguiente:		

“En	aquellos	casos	en	que	se	constata	la	existencia	de	otro	medio	de	defensa	judicial,	establecer	 la	
idoneidad	del	mecanismo	de	protección	alternativo	supone	en	los	términos	del	Artículo	6º	del	Decreto	
2591	de	1991,	que	el	otro	medio	de	defensa	judicial	debe	ser	evaluado	en	concreto,	es	decir,	teniendo	
en	cuenta	su	eficacia	en	las	circunstancias	específicas	que	se	invoquen	en	la	tutela.		Por	tal	razón,	el	
juez	de	la	causa	debe	establecer	si	ese	mecanismo	permite	brindar	una	solución	“clara,	definitiva	y	
precisa”	 a	 los	 acontecimientos	 que	 se	 ponen	 en	 consideración	 en	 el	 debate	 constitucional,	 y	 su	
habilidad	para	proteger	los	derechos	invocados.	En	consecuencia,	“el	otro	medio	de	defensa	judicial	
existente	debe,	en	términos	cualitativos,	ofrecer	la	misma	protección	que	el	juez	constitucional	podría	
otorgar	a	través	del	mecanismo	excepcional	de	la	tutela.”	

En	el	mismo	pronunciamiento	jurisprudencial,	se	citó	 la	Sentencia	T-822	de	2002,	según	la	cual,	
como	 criterio	 de	 referencia,	 se	 deberá	 tener	 en	cuenta	 “(a)	 el	 objeto	 del	 proceso	 judicial	 que	 se	
considera	que	desplaza	a	la	acción	de	tutela	y	(b)	el	resultado	previsible	de	acudir	al	otro	medio	de	
defensa	judicial	respecto	de	la	protección	eficaz	y	oportuna	de	los	derechos	fundamentales.”		

“Ahora	bien,	específicamente,	en	el	plano	administrativo,	cuando	se	estudie	la	procedencia	de	la	acción	
de	tutela	porque	no	existe	otro	mecanismo	judicial	de	defensa,	hay	varios	criterios	que	deberá	estimar	
el	 juez	al	momento	de	tomar	una	decisión.	En	primer	lugar,	resulta	de	especial	 importancia	que	la	
autoridad	 administrativa	 haya	 notificado	 el	 inicio	 de	 la	 actuación	 a	 los	 afectados,	 procedimiento	
indispensable	para	que	estos	puedan	ejercer	su	derecho	de	defensa	y	contradicción”	

De	similar	manera	en	este	mismo	precepto	jurisprudencial	se	expuso:		

“El	debido	proceso	es	un	derecho	constitucional	 fundamental,	 regulado	en	el	Artículo	29	Superior,	
aplicable	a	toda	clase	de	actuaciones	administrativas	y	judiciales,	en	procura	de	que	los	habitantes	del	
territorio	nacional	puedan	acceder	a	mecanismos	justos,	que	permitan	cumplir	con	los	fines	esenciales	
del	Estado,	entre	ellos,	la	convivencia	pacífica,	la	cual	cobra	gran	relevancia	en	materia	de	tránsito.		

Este	 derecho	 fundamental,	 para	 quienes	 tengan	 a	 su	 cargo	 el	 desarrollo	 de	 un	 proceso	 judicial	 o	
administrativo,	implica	la	obligación	de	mantenerse	al	tanto	de	las	modificaciones	al	marco	jurídico	
que	regula	sus	funciones,	pues	de	lo	contrario,	su	conducta	puede	acarrear	la	ejecución	de	actividades	
que	no	les	han	sido	asignadas	o	su	ejecución	conforme	con	un	proceso	no	determinado	legalmente”.			

Frente	a	este	particular,	resulta	adecuado	traer	a	colación	el	Artículo	6º	Superior,	en	cuanto	dispone	
que	 todo	 servidor	 público	 responde	 por	 infringir	 la	 Constitución	 y	 la	 ley	 y	 por	 la	 “omisión	 o	
extralimitación	en	el	ejercicio	de	sus	funciones”,	en	concordancia	con	el	Artículo	121	del	mismo	texto,	
en	el	que	se	determina	que	aquellos	pueden	ejecutar	únicamente	las	funciones	que	se	determinen	en	
la	Constitución	y	en	la	ley.	

En	tal	virtud,	el	principio	de	legalidad	es	una	restricción	al	ejercicio	del	poder	público,	en	atención	a	
la	cual	“las	autoridades	estatales	no	podrán	actuar	en	forma	omnímoda,	sino	dentro	del	marco	jurídico	
definido	democráticamente,	respetando	las	formas	propias	de	cada	juicio	y	asegurando	la	efectividad	
de	aquellos	mandatos	que	garantizan	a	las	personas	el	ejercicio	pleno	de	sus	derechos.”	

Concordante	 con	 lo	 expuesto	 y	 en	 relación	 con	 este	 mismo	 tema,	 nuestro	 Máximo	 tribunal	
Constitucional,	ha	enfatizado:		

“Debido	proceso	administrativo.	

El	 debido	 proceso	 es	 un	 derecho	Constitucional	 fundamental,	 regulado	 en	 el	 Artículo	 29	 Superior,	
aplicable	a	toda	clase	de	actuaciones	administrativas	y	judiciales,	en	procura	que	los	habitantes	del	
territorio	nacional	puedan	acceder	a	mecanismos	justos,	que	permitan	cumplir	con	los	fines	esenciales	
del	Estado,	entre	ellos,	la	convivencia	pacífica,	la	cual	cobra	gran	relevancia	en	materia	de	tránsito.2	

Este	 derecho	 fundamental,	 para	 quienes	 tengan	 a	 su	 cargo	 el	 desarrollo	 de	 un	 proceso	 judicial	 o	
administrativo,	implica	la	obligación	de	mantenerse	al	tanto	de	las	modificaciones	al	marco	jurídico	
que	regula	sus	funciones,	pues	de	lo	contrario,	su	conducta	puede	acarrear	la	ejecución	de	actividades	
que	no	les	han	sido	asignadas	o	su	ejecución	conforme	con	un	proceso	no	determinado	legalmente.			

Frente	a	este	particular,	resulta	adecuado	traer	a	colación	el	Artículo	6º	Superior,	en	cuanto	dispone	
que	 todo	 servidor	 público	 responde	 por	 infringir	 la	 Constitución	 y	 la	 ley	 y	 por	 la	 “omisión	 o	
extralimitación	en	el	ejercicio	de	sus	funciones”,	en	concordancia	con	el	Artículo	121	del	mismo	texto,	

                                                             
2Sentencia C-214 de 1994. “En esencia, el derecho al debido proceso tiene la función de defender y 
preservar el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía 
de la convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional”.   
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en	el	que	se	determina	que	aquellos	pueden	ejecutar	únicamente	las	funciones	que	se	determinen	en	
la	Constitución	y	en	la	Ley.	

En	tal	virtud,	el	principio	de	legalidad	es	una	restricción	al	ejercicio	del	poder	público,	en	atención	a	
la	cual	“las	autoridades	estatales	no	podrán	actuar	en	forma	omnímoda,	sino	dentro	del	marco	jurídico	
definido	democráticamente,	respetando	las	formas	propias	de	cada	juicio	y	asegurando	la	efectividad	
de	aquellos	mandatos	que	garantizan	a	las	personas	el	ejercicio	pleno	de	sus	derechos.”3	

(…)	

En	lo	concerniente	al	debido	proceso	administrativo,	debe	señalarse	que	se	encuentra	regulado	en	
el	Artículo	29	de	la	Constitución	Política,	en	el	cual	se	determina	la	aplicación	del	debido	proceso	en	
“toda	clase	de	actuaciones	judiciales	y	administrativas”;	así	como	en	el	Artículo	209	del	mismo	texto	
y	en	el	numeral	1º	del	Artículo	3º	de	la	Ley	1437	de	2011,	normas	en	las	que	se	regula	como	un	
principio	fundamental	de	la	función	administrativa.		

Frente	a	 este	 particular,	 en	 la	 Sentencia	 C-980	de	 2010,	 la	 Corte	 señaló	 que	el	 debido	 proceso	
administrativo	ha	sido	definido	jurisprudencialmente	como:	

	“(i)	el	conjunto	complejo	de	condiciones	que	le	impone	la	ley	a	la	administración,	materializado	en	el	
cumplimiento	de	una	secuencia	de	actos	por	parte	de	la	autoridad	administrativa,	(ii)	que	guarda	
relación	 directa	 o	 indirecta	 entre	 sí,	 y	 (iii)	 cuyo	 fin	 está	 previamente	 determinado	 de	 manera	
constitucional	y	 legal”4.	Ha	precisado	al	respecto,	que	con	dicha	garantía	se	busca	“(i)	asegurar	el	
ordenado	 funcionamiento	 de	 la	 administración,	 (ii)	 la	 validez	 de	 sus	 propias	 actuaciones	 y,	 (iii)	
resguardar	el	derecho	a	la	seguridad	jurídica	y	a	la	defensa	de	los	administrados”5.		

De	la	misma	manera	en	dicha	providencia,	se	determinó	que	las	garantías	establecidas	en	virtud	del	
debido	proceso	administrativo,	de	acuerdo	con	la	jurisprudencia	sentada	por	este	alto	Tribunal,	son	
las	siguientes:	

“(i)ser	oído	durante	toda	la	actuación,(ii)	a	la	notificación	oportuna	y	de	conformidad	con	la	ley,	(iii)	a	
que	 la	 actuación	 se	 surta	 sin	 dilaciones	 injustificadas,	(iv)	a	 que	 se	 permita	 la	 participación	 en	 la	
actuación	 desde	 su	 inicio	 hasta	 su	 culminación,	(v)	a	 que	 la	 actuación	 se	 adelante	 por	 autoridad	
competente	y	con	el	pleno	respeto	de	las	formas	propias	previstas	en	el	ordenamiento	jurídico,	(vi)	a	
gozar	de	la	presunción	de	inocencia,	(vii)	al	ejercicio	del	derecho	de	defensa	y	contradicción,	(viii)	a	
solicitar,	aportar	y	controvertir	pruebas,	y	(ix)	a	impugnar	las	decisiones	y	a	promover	la	nulidad	de	
aquellas	obtenidas	con	violación	del	debido	proceso6.”	

Para	las	autoridades	públicas,	el	debido	proceso	administrativo	implica	una	limitación	al	ejercicio	
de	 sus	 funciones,	 puesto	 que,	en	 todo	proceso,	 desde	 su	 inicio	 hasta	 su	 fin,	 deben	 obedecer	 de	
manera	restrictiva	a	los	parámetros	procedimentales	determinados	en	el	marco	jurídico	vigente.	
Con	lo	anterior	se	pretende	eliminar	todo	criterio	subjetivo	que	pueda	permear	el	desarrollo	de	los	
procesos	administrativos	y,	a	su	vez,	evitar	la	conducta	de	omisión,	negligencia	o	descuido	en	que	
puedan	incurrir	los	funcionarios	relacionados	en	el	proceso.		

Por	otro	lado,	desde	la	perspectiva	de	los	ciudadanos	inmersos	en	una	actuación	administrativa	o	
judicial,	el	debido	proceso	constituye	una	garantía	para	el	acceso	a	la	administración	de	justicia,	de	
tal	forma	que	puedan	conocer	las	decisiones	que	los	afecten	e	intervenir,	en	términos	de	igualdad	y	
transparencia,	para	procurar	la	protección	de	sus	derechos	e	intereses	legítimos.	En	este	sentido,	el	
debido	proceso	se	concibe	como	un	escudo	protector	frente	a	una	posible	actuación	abusiva	de	las	
autoridades,	cuando	estas	se	desvíen,	de	manera	injusta,	de	la	regulación	jurídica	vigente.	

De	 cara	 	 	 al	 segundo	 de	 los	 derechos	 invocados	 por	 el	 accionante	 cual	 es	 la	 Participación	
Democrática,	La	corte	Constitucional	ha	puntualizado:		

En	 la	sentencia	 T-045	 de	 1993,	 que	 en	 esa	 ocasión	 se	 ocupó	 de	 definir	 el	 derecho	 a	 la	
representación,	precisó	que	los	derechos	políticos	son	fundamentales,	así:	

“Los	derechos	políticos	de	participación,	consagrados	en	el	artículo	40	de	la	Carta,	y	dentro	de	los	
cuales	se	encuentra	el	de	"elegir	y	ser	elegido",	hacen	parte	de	los	derechos	fundamentales	de	la	
persona	humana.	Los	derechos	de	participación	en	la	dirección	política	de	la	sociedad	constituyen	
una	esfera	indispensable	para	la	autodeterminación	de	la	persona,	el	aseguramiento	de	la	convivencia	
pacífica	y	la	consecución	de	un	orden	justo.”	(Negrillas	del	Despacho).	

5.-	Caso	en	concreto.		

                                                             
3 Sentencia C-980 de 2010.   
4 Sentencia T-796 de 2006. 
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Descendiendo	al	asunto	que	aquí	ocupa	nuestro	discernimiento,	en	el	cual	se	aprecia	que	el	señor	
Guillermo	Alarcón	Morales,	ha	instaurado	acción	de	tutela	en	contra	de	la	Procuraduría	Regional	de	
Casanare,	Ministerio	del	Interior	y	la	Gobernación	de	Casanare,	como	de	quienes	se	dispuso	de	su	
vinculación	en	forma	ociosa	Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil	–	Aguazul	Casanare	y	Martha	
Johana	Moreno	Fonseca	en	calidad	de	Alcaldesa	del	Municipio	de	Aguazul	-	Casanare,	en	la	cual		se	
pretende	obtener	la	protección	los	derechos	fundamentales	del	debido	proceso	y	la	Participación	
Democrática,	que	considera	le	están	siendo	quebrantados	en	desarrollo	del	trámite	administrativo	
de	revocatoria	del		mandato	de	la	Alcaldesa	del	Municipio	de	Aguazul		Casanare,	la	cual	fue	solicitada	
con	la	inscripción	presentada	el	27-05	de	2021,	ante	la	Registraduría	y	con	lo	cual	se	han	realizado	
algunas	actuaciones	incluida		la	aceptación	de	impedimento	declarado	por	la	Alcaldesa	de	Aguazul	
Martha	Johana	Moreno	Fonseca,	que	llevo	el		29/07/2021	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare	y	
el	que	se	ha	indicado	 	se	 	envía	copia	de	las	diligencias	al	Ministerio	del	Interior	a	fin	de	que	se	
nombre	el	alcalde	ad-hoc	y	de	lo	cual	no	se	ha	obtenido	pronunciamiento	alguno.		

Acorde	con	el	acervo	probatorio	aquí	aportado	y	en	relación	con	dicho	proceso	de	revocatoria	se	
han	realizado	las	siguientes	actuaciones:		

El	Ministerio	de	salud,	mediante	oficio	fechado	del	07	de	abril	de	2021,	le	informa	al	Registrador	
Delegado	en	lo	electoral,	que	le	corresponde	a	la	registraduría	Nacional	del	estado	Civil	como	a	los	
diferentes	 comités	 que	 adelanten	 el	 proceso	 de	 recolección	 de	 firmas,	 aplicar	 las	 medidas	 de	
bioseguridad.	
	
El	 l	27/05/2021	se	solicita	a	 la	 registraduría	 la	 inscripción	de	 la	 revocatoria	del	mandato	de	 la	
alcaldesa	de	Aguazul.	
	
Mediante	Resolución	No.	01	del	03	de	junio	de	2021,	el	Registrador	del	Estado	Civil	de	Aguazul	en	
la	Circunscripción	electoral	de	Casanare,	declaró	que	la	inscripción	para	adelantar	la	iniciativa	de	
Revocatoria	del	mandato	denominada	“REVOCATORIA	DEL	MANDATO	DE	LA	ALCALDESA	JOHANA	
MORENO,	 POR	 INCUMPLIMIENTO	DE	COMPROMISOS	 CON	 EL	 PUEBLO”	 cumple	 el	 lleno	 de	 los	
requisitos	legales	establecidos	por	la	ley	1757	del	06	de	julio	de	2015,	y	reconoció	el	vocero	de	la	
iniciativa	y	el	comité	promotor.	

Por	auto	de	fecha	21	de	junio	de	2021,	expedido	por	el	Consejo	Nacional	Electoral,	se	convocó	a	
audiencia	 pública	 dentro	 del	 procedimiento	 de	 revocatoria	 del	 mandato	 de	 MARTHA	 JOHANA	
MORENO	FONSECA,	alcaldesa	 del	Municipio	 de	Aguazul	 de	conformidad	 con	 lo	expuesto	 por	 la	
Corte	Constitucional,	mediante	la	sentencia	de	unificación	SU-077	de	08	de	agosto	de	2018.	

El	27/06/2021	el	Concejo	Nacional	Electoral,	emite	auto	convocando	a	audiencia	pública	dentro	del	
procedimiento	de	revocatoria	del	mandato	de	 la	alcaldesa	Municipal	de	Aguazul	Martha	 Johana	
Moreno	Fonseca.	
	
El	28	de	junio	de	2021	se	lleva	a	cabo	la	audiencia	pública	del	trámite	de	revocatoria,	donde	se	
escucha	a	 las	partes,	donde	se	acordó	que	en	15	días	hábiles	 les	darían	 lo	correspondiente	a	 la	
recolección	de	apoyos	que	hasta	la	fecha	no	se	ha	cumplido,	así	como	tampoco	se	han	entregado	los	
formularios	ni	la	respectiva	resolución.	
	
El	día	06	de	julio	de	2021,	mediante	oficio	No.	081-21,	la	Registraduría	Nacional	del	Estado	Civil,	a	
través	del	Registrador	Municipal	del	Estado	Civil	de	Aguazul	-	Casanare,	radicó	comunicación	con	
asunto:	 “Respuesta	Ministerio	 de	 Salud	 y	 Protección	 Social	 sobre	 la	 entrega	 de	 recolección	 de	
apoyos	en	iniciativas	de	revocatoria	del	mandato”,	mediante	la	cual	remitió	el	concepto	emitido	por	
el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social	respecto	de	la	entrega	de	la	recolección	de	firmas	para	
llevar	a	cabo	la	iniciativa	de	revocatoria	de	mandato,	en	atención	a	los	protocolos	de	bioseguridad.	
Sin	embargo,	en	el	oficio	que	se	adjunta	se	advierte	por	parte	del	ministro	de	Salud	y	Protección	
Social	 que:	 “Sin	 embargo	 en	 el	 evento	 que	 se	 advierta	 la	 configuración	 de	 una	 posible	 causal	 de	
impedimento	en	cabeza	del	funcionario	que	tiene	a	su	cargo	vigilar	el	cumplimiento	de	las	medidas	de	
bioseguridad,	 se	 podrán	 aplicar	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 12	 del	 código	 de	 Procedimiento	
Administrativo	 y	 de	 lo	 Contencioso	 Administración,	 que	 señala	 el	 trámite	 para	 la	 declaración	 de	
impedimentos	de	autoridades	administrativas.”	

El	día	07	de	julio	de	2021,	mediante	oficio	100.11-4273,	el	Secretario	de	despacho	de	la	Secretaria	
General	encargado	de	las	funciones	del	empleo	de	Alcalde	a	través	de	resolución	No.	179	del	06	de	
julio	de	2021,	elevó	consulta	al	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social,	con	el	fin	de	tener	claridad	
sobre	las	medidas	de	bioseguridad	aplicables	al	proceso	de	recolección	de	firmas,	y	de	esta	manera,	
para	que	la	entidad	territorial	pueda	realizar	control	y	seguimiento	al	cumplimiento	de	las	mismas.	

El	mismo	07	de	julio	de	2021,	la	Alcaldesa	del	Municipio	realizó	solicitud	al	Registrador	del	Estado	
Civil	de	Aguazul	Casanare,	sobre	el	cumplimiento	de	protocolos	de	bioseguridad	en	la	iniciativa	de	
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revocatoria	 del	 Mandato	 inscrita	mediante	 Resolución	 No.	 01	 del	 03	 de	 junio	 de	 2021,	 por	 la	
Registraduría	del	Estado	Civil	de	Aguazul	en	la	Circunscripción	Electoral	de	Casanare.	

El	14	de	julio	de	2021,	a	través	de	oficio	No.	100.21.06	–	4294,	dirigido	al	Señor	Procurador	Regional	
de	 Casanare,	 la	 Alcaldesa	 del	Municipio	 de	 Aguazul-Casanare	manifiesta	 su	 impedimento,	 para	
realizar	los	trámites	relacionados	con	la	vigencia	y	control	que	le	corresponde	al	municipio	en	el	
cumplimiento	de	las	medidas	de	bioseguridad	en	la	recolección	de	firmas	en	los	formularios	que	se	
dispongan	para	el	efecto,	en	relación	con	el	proceso	de	iniciativa		de	revocatoria	del	mandato	que	
actualmente	está	en	trámite	en	su	contra,	por	lo	que	solicito	se	estudiara,	resolviera	y	aceptara	la	
casual	de	conflicto	de	intereses	para	todos	los	asuntos	en	que	se	deba	hacer	parte	el	municipio	de	
Aguazul	Casanare,	 relacionados	 con	el	mencionado	 trámite	 y	 como	consecuencia	se	 remita	a	 la	
presidencia	de	 la	 república	a	 fin	de	que	se	asigne	un	alcalde	ad-hoc	del	municipio	de	Aguazul	–	
Casanare.	

Mediante	auto	del	29	de	julio	de	2021,	con	radicado	No.	E-2021-376390	de	fecha	16	de	julio	de	
2021,	 la	 Procuraduría	Regional	 de	 Casanare,	 aceptó	 el	 impedimento	manifestado	por	MARTHA	
JOHANA	 MORENO	 FONSECA,	 en	 calidad	 de	 alcaldesa	 del	 Municipio	 de	 Aguazul-Casanare,	
atendiendo	que,	 conforme	a	 las	consideraciones	expuestas,	 se	 hallaba	 incusa	en	 la	 causal	 1	 del	
artículo	11	de	la	ley	1437	de	2011,	el	cual	fue	remitido	a	la	entidad	territorial	el	02	de	agosto	de	
2021.	En	el	artículo	segundo	del	asunto	antes	mencionado	en	el	resuelve	se	ordenó	el	envío	del	auto	
junto	 con	 los	 anexos	 al	Ministerio	 del	 Interior-	 Oficina	 Asesora	 Jurídica	 a	 fin	 que	 resolviera	 lo	
relacionado	con	la	designación	del	alcalde	ad	hoc	del	municipio	de	Aguazul,	en	relación	con	 	 los	
tramites	 de	 vigilancia	 y	 control	 de	 las	medias	 de	 bioseguridad	en	 la	 entrega	 de	 formularios	 de	
recolección	 de	 apoyo	 a	 la	 iniciativa	 de	 revocatoria	 del	 mandato	 de	 la	 actual	 alcaldesa,	 en	
cumplimiento	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 12	 del	 art.	 10	 del	 decreto	 2893	 de	 2011;	 de	 la	
mencionada	comunicación	igualmente	el	05	de	agosto	de	2021	se	remitió	copia	al	registrado	del	
Estado	Civil	de	Aguazul	Casanare,	a	través	del	oficio	No.	100.11.458	y	cuyos	documentos	se	indica	
fueron	enviados	a	través	del	correo	electrónico	notificacionesjuridiales@mininterior.gov.co.	el	02	
de	agosto	de	2021.	

El	día	05	de	agosto	de	2021,	mediante	oficio	No.	100.11.	4581,	la	Alcaldesa	del	municipio	de	Aguazul,	
remitió	 al	 Registrador	 del	 Estado	 Civil	 de	 Aguazul	 Casanare,	 documento	 mediante	 el	 cual	
comunicaba	el	acto	administrativo	con	radicado	No.	E2021-376390	de	fecha	29	de	julio	de	2021,	
emitido	por	la	Procuraduría	Regional	de	Casanare	y	puesta	en	conocimiento	de	la	Administración	
municipal	 el	 día	 02	 de	 agosto	 de	 2021,	 sobre	 la	 aceptación	 el	 impedimento	 planteado	 por	 la	
servidora	MARTHA	JOHANA	MORENO	FONSECA,	alcaldesa	del	municipio	de	Aguazul	–	Casanare,	
conforme	con	las	consideraciones	expuestas,	al	hallarse	incusa	en	la	causal	1	del	artículo	11	de	la	
ley	1437	de	2011.		

5.1.	Algunas	de	las	normas	que	establecen	todo	lo	relacionado	con	el	trámite	del	proceso	de	
iniciativa	de	revocatoria	de	mandato	como	el	que	aquí	hemos	venido	aludiendo	son:	

Ley	131	de1994.	Por	la	cual	se	reglamenta	el	voto	programático	y	se	dictan	otras	disposiciones,	Ley	
134	de	1994	Estatutaria	de	los	mecanismos	de	participación	del	pueblo	regula	la	iniciativa	popular	
legislativa	 y	 normativa;	 el	 referendo;	 la	 consulta	 Popular,	 del	 orden	 nacional,	 departamental,	
distrital,	municipal	y	local;	la	revocatoria	del	mandato;	el	plebiscito	y	el	cabildo	abierto,	Ley	741	DE	
2002.	(Mayo	31).	"Por	la	cual	se	reforman	las	citadas	Leyes	131	y	134	de	1994,	Reglamentarias	del	
voto	programático",	Código	de	Procedimiento	Administrativo	(Ley	1437	de	2011,	artículos	3-4,	11,	
12,	 Decreto	 2897	 de	 2011;	 ley	 1757	 de	 2015,	 cuyo	 objeto	 es	 promover,	 proteger	 y	 garantizar	
modalidades	del	derecho	a	participar	en	la	vida	política,	administrativa,	económica,	social	y	cultural,	
y	así	mismo	a	controlar	el	poder	político	y	artículos	10	y	12,	ESOLUCIÓN	No.	4073	de	2020:	“Por	
medio	de	la	cual	se	garantiza	el	derecho	de	información	y	defensa	por	intermedio	de	audiencia	pública	
dentro	del	procedimiento	de	revocatoria	del	mandato	de	conformidad	con	lo	expuesto	por	 la	Corte	
Constitucional	en	la	Sentencia	de	Unificación	SU-077	del	8	de	agosto	de	2018.”	

Luego	entonces,	denotamos	con	gran	claridad	que	la	presente	acción	de	Tutela	no	ha	surgido	para	
contrarrestar	acto	alguno	que	se	haya	emitido	en	virtud	del	trámite	del	proceso	de	iniciativa	de	
revocatoria	de	mandato	de	MARTHA	JOHANA	MORENO	FONSECA,	como	alcaldesa	del	Municipio	de	
Aguazul-Casanare,	si	no	que,	busca	que	en	amparo	a	los	derechos	fundamentales	al	Debido	Proceso	
y	 la	 Participación	 Democrática,	 que	 el	 aquí	 accionante	 Guillermo	 Alarcón	 Morales,	 considera	
deprecados	como	 impulsor	de	 la	aludida	 iniciativa	de	revocatoria,	por	el	 retraso	surgido	por	el	
Gobierno	 Central,	 sobre	 el	 nombramiento	 del	 funcionario	 o	 Acalde	 Ad-hoc	 	 del	 Municipio	 de	
Aguazul-Casanare,	para	que	ejerza	el	control	y	vigilancia	de	los	protocolos	se	bioseguridad	debido	
a	 las	medidas	 sanitarias	 decretadas	 por	 el	Ministerio	 de	 Salud	 y	 Protección	 Social	 y	en	 vista	 al	
impedimento	que	le	fue	aceptado	a	la	Actual	Burgomaestre	de	dicha	Municipalidad		mediante	auto	
del	 29	 de	 julio	 de	 2021,	 con	 radicado	No.	 E-2021-376390	de	 fecha	 16	 de	 julio	 de	 2021,	 por	 la			
Procuraduría	Regional	de	Casanare	y	cuyo	trámite	le	fue	enviado	desde	el	02	de	agosto	de	2021,	a	
través	del	correo	electrónico	notificacionesjuridiales@mininterior.gov.co.al	Ministerio	del	Interior-	
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Oficina	Asesora	Jurídica	a	fin	que	resolviera	lo	relacionado	con	la	designación	del	alcalde	ad	hoc,	en	
aplicación	a	lo	normado	en	el		numeral	12	del	art.	10	del	Decreto	2893	de	2011.	

Con	 soporte	 en	 lo	 expuesto	 y	 acorde	 con	 las	 pretensiones	 aquí	 invocadas	 por	 el	 actor,	 lo	 que	
realmente	pretende	es	obtener	 la	orden	del	nombramiento	del	alcalde	ad-hoc	del	Municipio	de	
Aguazul-Casanare	para	que	ejerza	el	control	y	vigilancia	de	los	protocolos	se	bioseguridad	debido	a	
las	 medidas	 sanitarias	 decretadas	 por	 el	 Ministerio	 de	 Salud	 y	 Protección	 Social,	 para	 de	 esta	
manera	 proseguir	 con	 el	 	 proceso	 de	 revocatoria	 del	mandato	 de	MARTHA	 JOHANA	MORENO	
FONSECA,	como	alcaldesa	del	Municipio	de	Aguazul-Casanare,	siendo	evidentemente	claro	que	ello	
corresponde	sin	lugar	a	equívocos	asuntos	administrativos	de	trámite	o	de	impulso,	para	los	cuales	
conforme	lo	ha	decantado	nuestra	Honorable	Corte	Constitucional	en	el	presente	jurisprudencial	
en	esta	clase	de	asuntos	y	más	específicamente	en	Sentencia	SU077-18,	que	se	cita	 tanto	por	el	
accionante	como		por	algunos	de	las	accionadas	en	sus	escrito	de	respuesta,	en	la	cual	de	forma	
puntual	se	destacó:		

“ACCION	 DE	 TUTELA	 CONTRA	 ACTOS	 ADMINISTRATIVOS	 DE	 TRAMITE	 O	 PREPARATORIOS-
Improcedencia	general	

	Los	actos	de	trámite,	que	comprenden	los	preparatorios,	de	ejecución	y,	en	general,	todos	los	actos	de	
impulso	procesal,	son	los	que	no	crean,	modifican	o	extinguen	una	situación	jurídica	concreta	sino	que	
están	encaminados	a	contribuir	con	su	realización.	Con	respecto	a	dichos	actos,	esta	Corporación	ha	
establecido	que	 “(…)	no	expresan	en	conjunto	 la	voluntad	de	 la	administración,	pues	 simplemente	
constituyen	 el	 conjunto	 de	 actuaciones	 intermedias,	 que	 preceden	 a	 la	 formación	 de	 la	 decisión	
administrativa	que	se	plasma	en	el	acto	definitivo	y,	en	la	mayoría	de	 los	casos,	no	crean,	definen,	
modifican	o	extinguen	situaciones	jurídicas.	
	

De	Similar	manera	en	esta	misma	sentencia	dicho	Tribunal	Constitucional	enfatizó:		

“ACCION	DE	CUMPLIMIENTO-Finalidad	
		

La	acción	de	cumplimiento	es	un	mecanismo	 judicial	mediante	el	 cual	se	pretende	obtener	
cumplimiento	a	mandatos	expresos	contenidos	en	normas	con	fuerza	material	de	ley	o	actos	
administrativos.	Se	trata	de	una	acción	subsidiaria	respecto	de	la	acción	de	la	tutela,	de	manera	que	
esta	última	es	prevalente	cuando	lo	que	se	busca	es	la	protección	directa	de	derechos	constitucionales	
fundamentales	 que	 pueden	 verse	 vulnerados	 o	 amenazados	 por	 la	 omisión	 de	 una	 autoridad.	En	
contraste,	cuando	la	pretensión	se	dirige	a	que	se	garanticen	derechos	de	orden	legal	o	que	la	
administración	aplique	un	mandato	legal	o	administrativo,	específico	y	determinado,	procede	
la	acción	de	cumplimiento”.	
	
En	tal	contexto,	este	Juzgador	encuentra	que	esta	acción	tiene	por	objeto	el	que	se	garantice	los	
derechos	de	orden	legal	tal	y	como	se	deprende	de	las	pretensiones	que	invoca	el	actor	Guillermo	
Alarcón	Morales	 y	 que	 para	ello	 acude	 invocando	derechos	 de	 raigambre	 fundamental	 como	 el	
Debido	Proceso	y	 la	Participación	Democrática,	pues	este	es	uno	de	 los	grandes	problemas	que	
afronta	la	acción	de	Tutela,		es	el	abusivo	y	desaforado	uso	que	de	ella	hacen	las	personas,	con	la	
falsa	idea	de	ahorrar	esfuerzos,	tomando	el	atajo	del	artículo	86	de	la	Constitución,	para	lo	cual	
basta	simplemente	con	edificar	una	presunta	violación	de	derechos	fundamentales	y	magnificar	los	
hechos	 con	 	 el	 	 propósito	 de	 obtener	 que	 se	 les	 resuelva	 los	 asuntos	 de	manera	 prevalente	 y	
convertir	la	Tutela	en	un	mecanismo	adicional	o	paralelo	al	que	el	legislador	a	determinado	para	
solucionar	sus	conflictos	y	que	son	de	resorte	de	la	jurisdicción	ordinaria,	situación	está	que	no	es	
distante	en	este	asunto.		
	
De	 similar	 manera,	 vemos	 que,	 en	 relación	 con	 el	 fin	 que	 ahora	 persigue	 en	 esta	 acción	
Constitucional	 como	 es	 que	 el	Ministerio	 del	 Interior-	Oficina	 Asesora	 Jurídica	 	 se	 pronuncie	 y	
resuelva	lo	relacionado	con	la	designación	o	nombramiento	del	funcionario	o	Acalde	Ad-hoc		del	
Municipio	 de	 Aguazul-Casanare,	 para	 que	 ejerza	 el	 control	 y	 vigilancia	 de	 los	 protocolos	 se	
bioseguridad	debido	a	 las	medidas	sanitarias	decretadas	por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	
Social	 y	 en	 vista	 al	 impedimento	 que	 le	 fue	 aceptado	 a	 la	 Actual	 Burgomaestre	 de	 dicha	
Municipalidad		mediante	auto	del	29	de	julio	de	2021y	en	aplicación	a	lo	normado	en	el		numeral	
12	del	art.	10	del	Decreto	Ley		2893	de	2011,	pues	no	obra	prueba	alguna	en	relación	algún	tipo	de	
gestión	que	haya	realizado		tendiente	a	obtener	el		respectivo	pronunciamiento	por	parte	de	dicha	
cartera.			
	
Paralelo	con	lo	antes	consignado,	advierte	este	Togado,	que	la	presente	acción	Constitucional	está	
siendo	promovida	como		mecanismo	directo	más	no	como	mecanismo	transitorio	por	estar	frente	
a	un	perjuicio	irremediable,	el		cual	no	basta		con	tan	solo		invocar,		si	no	que	se	exige	que		se	debe	
probar,	presupuesto	este	del	cual	aquí	se	adolece,	ya	que	no	existen	elementos	de	juicio	que	nos	
permitan		su	identificación	de	manera	sólida	o	circunstancial,	lo	que		hace	que	esta	situación		en	
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principio		sea	adversa,	al		no	poderse	determinar	la	urgencia	y	la	amenaza	se	tornara	relevante	para	
brindar	la		protección	de	carácter	transitorio	al		derecho	fundamental		invocado	como	conculcado,		
mientras	 el	 actor	 acude	 ante	 la	 Jurisdicción	 de	 lo	 contencioso	 administrativo	 a	 promover	 la	
respectiva	 acción	 de	 cumplimiento,	 como	 mecanismo	 y	 	 medio	 ordinario	 de	 defensa	 judicial	
habilitado	dentro	 del	 ordenamiento	 jurídico,	 para	 resolver	 el	 propósito	 que	 aquí	 se	 persigue	 y	
puesto	que	la	acción	de	tutela	no	ha	sido	instituida	para	sustituir	el	trámite	ordinario	diseñado	para	
solución	de	asuntos	como	el	que	aquí	ha	sido	puesto	en	consideración,	situación	está	que	es	la	que		
precisamente	aquí	nos	conduce	a	predicar	que	en	tales	condiciones	esta	solicitud	de	amparo,	no		
cumple	 con	 el	 principio	 de	 subsidiariedad	 como	 quiera	 que	 la	 	 accionante	 cuenta	 con	 otro	
mecanismo	de	defensa	judicial	para	dirimir	la	controversia.		
	
Debe	exaltarse	que	la	naturaleza	subsidiaria	de	la	Tutela	pretende	evitar	que	se	soslayen	los	cauces	
ordinarios	 para	 la	 resolución	 de	 las	 controversias	 jurídicas,	 se	 convierta	 en	 un	 instrumento	
supletorio	cuando	no	se	han	utilizado	oportunamente	dichos	medios,	o	sea	una	instancia	adicional	
para	reabrir	debates	concluidos.	
	
En	 este	 orden	 de	 ideas,	 es	 palpable	 que	 la	 presente	 acción	 de	 Tutela,	 no	 tiene	 vocación	 de	
prosperidad	y	en	atención	a	los	razonamientos	que	se	han	expuesto	en	precedencia	la	misma	debe	
ser	declara	improcedente,	puesto	que	el	accionante	tiene	a	su	alcance	otros	mecanismos	de	defensa	
judicial	 como	 es	 la	 acción	 de	 cumplimiento	 que	 puede	 interponer	 ante	 la	 jurisdicción	 de	 lo	
contencioso	administrativo	y	sumado	a	ello	puede	acudir	de	manera	directa	ante	el		Ministerio	del		
Interior,	 solicitándole	 que	 se	 pronuncie	 y	 resuelva	 lo	 relacionado	 con	 la	 designación	 o	
nombramiento	del	funcionario	o	Acalde	Ad-hoc		del	Municipio	de	Aguazul-Casanare,	para	que	ejerza	
el	control	y	vigilancia	de	los	protocolos	se	bioseguridad	debido	a	las	medidas	sanitarias	decretadas	
por	el	Ministerio	de	Salud	y	Protección	Social	y	en	vista	al	impedimento	que	le	fue	aceptado	a	la	
Actual	Burgomaestre	de	dicha	Municipalidad		mediante	auto	del	29	de	julio	de	2021y	en	aplicación	
a	lo	normado	en	el		numeral	12	del	art.	10	del	decreto	Ley		2893	de	201.		
	

6.-Otras	Decisiones.		

De	 otra	 parte	 y	 en	 relación	 con	 la	 solicitud	 de	 nulidad	 que	 ha	 invocado	 el	 doctor	 RAFAEL	
ALEJANDRO	DURAN	SALCEDO,	 quien	 indica	 obrar	 bajo	 el	 poder	 conferido,	 así:	 “En	nombre	 del	
Municipio	de	Aguazul,	nos	permitimos	solicitar	se	DECLARE	LA	NULIDAD	de	todo	lo	actuado	dentro	
de	la	acción	de	la	referencia,	arguyendo		que	en	el	auto	de	fecha	22	de	septiembre	de	2021,	se	encuentra	
que	el	juez	constitucional	realiza	juicio	de	legalidad	y	determina	vincular	como	terceros	con	interés	
exclusivamente	 a	 Registradurìa	 Nacional	 del	 Estado	 Civil-Aguazul-Casanare	 y	 MARTHA	 JOHANA	
MORENO	FONSECA	quien	funge	como	alcaldesa	del	municipio	de	Aguazul	y	que	icho		auto	al	parecer	
es	notificado	el	día	22	de	septiembre	a	las	partes	accionadas	y	a	los	vinculados,	dándose	dos	días	de	
plazo	para	pronunciarse	y		el	Municipio	de	Aguazul	Casanare	identificado	no	fue	vinculado	a	la	acción	
de	 referencia,	aun	cuando	 las	decisiones	que	 se	pueda	adoptar	dentro	del	 trámite	de	 la	acción	de	
referencia	afectan	directamente	a	la	entidad	territorial”.	

Si	bien	se	tiene	que	este	Juzgado	dispuso	la	vinculación	de	terceros	que	considero	podrían	tener	
intereses	 en	 la	 decisión	 que	 aquí	 se	 adopte,	 como	 fue	 el	 caso	 de	 la	 doctora	MARTHA	 JOHANA	
MORENO	FONSECO,	apréciese	 y	aclárese	al	 	memorialista	 que	 la	misma	no	 fue	 vinculada	como	
persona	natural	sino	cómo	ALCALDESA	precisamente	del	Municipio	de	Aguazul	Casanare,		lo	cual	
de	hecho	cobija	precisamente	a	la	entidad	que	esta	representa;	luego,	resulta	equivocada		la	postura	
que	hace	el	citado	profesional	del	derecho,	por	lo	que	sin	entrar	en	mayores	discernimientos		se	
despachará	 desfavorablemente	 negando	 de	 plano	 su	 solicitud,	 puesto	 que	 es	 claro	 que	 en	 este	
trámite	 se	 han	 respetado	 y	 garantizado	 	 todas	 y	 cada	 una	 de	 las	 garantías	al	Debido	 Proceso	 y	
Derecho	de	Defensa.			

	7.-	Conclusión.		

En	tal	orden	de	ideas	y	atendiendo	las	razones	de	carácter	 legal	aquí	hemos	expuesto,	este	Juez	
Constitucional	sin	entrar	en	mayores	discernimientos	del	asunto,	DECLARARA	IMPROCEDENTE	LA	
PRESENTE	 ACCIÓN	 DE	 TUTELA,	 promovida	 por	 Guillermo	 Alarcón	 Morales,	 en	 contra	 de	 la	
Procuraduría	Regional	de	Casanare,	Ministerio	del	Interior	y	la	Gobernación	de	Casanare,	como	de	
quienes	se	dispuso	de	su	vinculación	en	 forma	ociosa	Registradurìa	Nacional	del	Estado	Civil	 –	
Aguazul	 Casanare	 y	 Martha	 Johana	 Moreno	 Fonseca	 en	 calidad	 de	 Alcaldesa	 del	 Municipio	 de	
Aguazul	-	Casanare,	en	la	cual		se	pretende	obtener	la	protección	los	derechos	fundamentales	del	
debido	proceso	y	la	Participación	Democrática.	
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En	mérito	de	lo	expuesto,	EL	JUZGADO	PRIMERO	PENAL	DEL	CIRCUITO	DE	YOPAL,	CASANARE,		
ADMINISTRANDO	JUSTICIA	EN	NOMBRE	DE	LA	REPÚBLICA	DE	COLOMBIA	Y	POR	AUTORIDAD	
DE	LA	LEY,		
	

R	E	S	U	E	L	V	E:	
	

PRIMERO:	DECLARAR	IMPROCEDENTE	 la	presente	acción	de	tutela	promovida	promovida	por	
Guillermo	 Alarcón	Morales,	 en	 contra	 de	 la	 Procuraduría	 Regional	 de	 Casanare,	Ministerio	 del	
Interior	y	 la	Gobernación	de	Casanare,	 como	de	quienes	se	dispuso	de	su	vinculación	en	 forma	
ociosa	Registradurìa	Nacional	del	Estado	Civil	–	Aguazul	Casanare	y	Martha	Johana	Moreno	Fonseca	
en	calidad	de	Alcaldesa	del	Municipio	de	Aguazul	 -	Casanare,	en	 la	cual	 	 se	pretende	obtener	 la	
protección	 los	 derechos	 fundamentales	 del	 debido	 proceso	 y	 la	 Participación	 Democrática,	 en	
atención	a	todos	y	cada	uno	de	los	argumentos	que	expusimos		en	el	cuerpo	de	este	proveido..		

SEGUNDO:	NEGAR	la	solicitud	de	nulidad	que	ha	invocado	el	doctor	ALEJANDRO	DURAN	SALCEDO,	
quien	indica	obrar	bajo	el	poder	conferido	y	quien	ha	acudido	a	contestar	la	acción	de	tutela	nombre	
del	Municipio	de	Aguazul,	atendiendo	los	planteamientos	que	aquí	de	manera	muy	puntual	se	 le	
expusieron.			 	

TERCERO:	NOTIFÍQUESE	el	presente	fallo,	por	el	medio	más	expedito	a	las	partes	haciendoles	saber	
que	 de	 conformidad	con	 el	 artículo	 31	 del	Decreto	 2591	de	 1991,	 la	 presente	 decisión	 puede	 ser	
impugnada.	
	
CUARTO:	Una	vez	en	firme	la	presente	determinación,	al	no	ser	impugnada,	envíese	para	su	
eventual	revisión	a	la	CORTE	CONSTITUCIONAL.		
	
QUINTO:	Déjese	las	constancias	pertinentes.	
	
	
NOTIFÍQUESE	Y	CÚMPLASE	

	
	
	

	
El	Juez,		

	
DANAEL	CORTES	C.	

								Juez	Primero	Penal	del	Circuito.	
	
 

 
 

 


